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 Buenos Aires, 24 de marzo de 1976. 

Considerando que es necesario establecer las normas fundamentales a que se ajustará 

el gobierno de la Nación en cuanto a la estructura de los poderes del Estado y para el 

accionar del mismo a fin de alcanzar los objetivos básicos fijados y reconstruir la 

grandeza de la República, la Junta Militar, en ejercicio del poder constituyente, 

estatuye: 

Artículo 1°-  La Junta Militar, integrada por los comandantes generales del Ejército, la 

Armada y la Fuerza Aérea, órgano supremo de la Nación, velará por el normal 

funcionamiento de los demás poderes del Estado y por los objetivos básicos a alcanzar, 

ejercerá el Comando en Jefe de las Fuerzas Armadas y designará al ciudadano que, 

con el título de Presidente de la Nación Argentina, desempeñará el Poder Ejecutivo de 

la Nación. 

En caso de ausencia temporaria, enfermedad o licencia de alguno de los miembros de 

la Junta Militar, el cargo será desempeñado interinamente por el oficial superior que lo 

reemplace en el comando de la fuerza. 

Art. 2°-  La Junta Militar podrá, cuando por razones de Estado lo considere 

conveniente, remover al ciudadano que se desempeña como presidente de la Nación, 

designando a su reemplazante mediante un procedimiento a determinar. 

También inicialmente removerá y designará a los miembros de la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación, al procurador general de la Nación y al fiscal general de la 

Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas.  Ejercerá, asimismo, las 

facultades que los incisos 15, 17, 18 y 19 del artículo 86° de la Constitución nacional 

otorgan al Poder Ejecutivo nacional, así como también las que los incisos 21, 22, 23, 

24, 25 y 26 del artículo 67° atribuyen al Congreso. 

Art. 3°-  La Junta Militar sólo sesionará con la presencia de la totalidad de sus 
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miembros y sus decisiones las adoptará por simple mayoría. La designación y remoción 

del presidente de la Nación se realizará conforme a lo establecido en el artículo 2°. 

Art. 4°-  El presidente de la Nación tendrá las atribuciones establecidas en el artículo 

86° de la Constitución nacional, con excepción de lo especificado en sus incisos 1 

(primera parte), 5 (en lo que respecta a los miembros de la Corte Suprema, cuya 

designación se realizará de acuerdo con lo establecido en el artículo 9° del presente 

estatuto), 15, 17, 18, y 19. En lo que respecta al inciso 16 del citado artículo, los 

empleos de oficiales superiores de las Fuerzas Armadas serán provistos por el 

presidente de la Nación, a cuyo efecto convalidará las respectivas resoluciones de los 

comandos generales de las Fuerzas Armadas. 

Art. 5°-  Las facultades legislativas que la Constitución nacional otorga al Congreso, 

incluidas las que son privativas de cada una de las Cámaras, serán ejercidas por el 

presidente de la Nación, con excepción de aquellas previstas en los artículos 45°, 51° y 

52° y en los incisos 21, 22, 23, 24, 25 y 26 del artículo 67°. Una Comisión de 

Asesoramiento Legislativo intervendrá en la formación y sanción de las leyes, conforme 

al procedimiento que se establezca. 

Art. 6°-  En caso de ausencia del país, licencia autorizada por la Junta Militar o 

enfermedad del presidente de la Nación, el Poder Ejecutivo será asumido por el 

ministro del Interior con las mismas formalidades establecidas para el presidente. En 

caso de acefalía, será reemplazado por el precitado ministro hasta la designación de un 

nuevo presidente por la Junta Militar. 

Art. 7°-  Una ley establecerá el número de ministros y secretarios de estado que 

tendrán a su cargo el despacho de los negocios de la Nación, como asimismo sus 

funciones y vinculación de dependencia. 

Art. 8°-  La Comisión de Asesoramiento Legislativo estará integrada por nueve oficiales 

superiores, designados tres por cada una de las Fuerzas Armadas. 
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Art. 9°-  Para cubrir vacantes de jueces de la Corte Suprema de Justicia, procurador 

general de la Nación y fiscal general de la Fiscalía Nacional de Investigaciones 

Administrativas, el presidente de la Nación convalidará las designaciones efectuadas 

por la Junta Militar.  Los nombramientos de jueces de los tribunales inferiores de la 

Nación serán efectuados por el presidente de la Nación. 

Art. 10°-  Los miembros de la Corte Suprema, procurador general de la Nación, fiscal 

general de la Fiscalía de Investigaciones Administrativas y jueces de los tribunales 

inferiores de la Nación gozarán de las garantías que establece el artículo 96° de la 

Constitución nacional desde su designación o confirmación por la Junta Militar o 

presidente de la Nación, según corresponda. 

Art. 11°-  A los efectos previstos en los artículos 45°, 51° y 52° de la Constitución 

nacional, en lo referente a los miembros de la Corte Suprema y tribunales inferiores, el 

gobierno dictará una ley para proveer la integración y funcionamiento de un jurado de 

enjuiciamiento para los magistrados nacionales. 

Art. 12°-  El Poder Ejecutivo Nacional proveerá lo concerniente a los gobiernos 

provinciales y designará los gobernadores, quienes ejercerán sus facultades conforme 

a las instrucciones que imparta la Junta Militar. 

Art. 13°-  En lo que hace al Poder judicial provincial, los gobernadores provinciales 

designarán a los miembros de los superiores tribunales de justicia y jueces de los 

tribunales inferiores, los que gozarán de las garantías que fijen las respectivas 

Constituciones provinciales desde el momento de su nombramiento o confirmación.  

Asimismo, cada provincia dictará una ley de enjuiciamiento de magistrados judiciales o 

adecuará la existente a la situación institucional vigente. 

Art. 14°-  Los gobiernos nacional y provincial ajustarán su acción a los objetivos básicos 

que fijó la Junta Militar, al presente estatuto y a las Constituciones nacional y 

provinciales en tanto no se opongan a aquéllos.                                 

Videla. - Massera. – Agosti. 
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Conclusiones y Recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos tras su visita in loco a la Argentina  

Diciembre 14, 1979. 

en http://www.nuncamas.org/documentos  

 
 A. Conclusiones 

1. A la luz de los antecedentes y consideraciones expuestos en el presente informe, la 
Comisión ha llegado a la conclusión de que, por acción u omisión de las autoridades 
públicas y sus agentes, en la República Argentina se cometieron durante el período a 
que se contrae este informe –1975 a 1979—numerosas y graves violaciones de 
fundamentales derechos humanos reconocidos en la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre. En particular, la Comisión considera que esas 
violaciones han afectado: 

a) al derecho a la vida, en razón de que personas pertenecientes o vinculadas a 
organismos de seguridad del Gobierno han dado muerte a numerosos hombres y 
mujeres después de su detención; preocupa especialmente a la Comisión la situación 
de los miles de detenidos desaparecidos, que por las razones expuestas en el Informe 
se puede presumir fundadamente que han muerto; 

b) al derecho a la libertad personal, al haberse detenido y puesto a disposición del 
Poder Ejecutivo Nacional a numerosas personas en forma indiscriminada y sin criterio 
de razonabilidad; y al haberse prolongado sine die el arresto de estas personas, lo que 
constituye una verdadera pena; esta situación se ha visto agravada al restringirse y 
limitarse severamente el derecho de opción previsto en el Artículo 23 de la Constitución, 
desvirtuando la verdadera finalidad de este derecho. Igualmente, la prolongada 
permanencia de los asilados configura un atentado a su libertad personal, lo que 
constituye una verdadera pena; 

c) al derecho a la seguridad e integridad personal, mediante el empleo sistemático de 
torturas y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes, cuya práctica ha revestido 
características alarmantes; 

d) al derecho de justicia y proceso regular, en razón de las limitaciones que encuentra 
el Poder Judicial para el ejercicio de sus funciones; de la falta de debidas garantías en 
los procesos ante los tribunales militares; y de la ineficacia que, en la práctica y en 
general, ha demostrado tener en Argentina el recurso de Habeas Corpus, todo loo cual 
se ve agravado por las serias dificultades que encuentran, para ejercer su ministerio, 
los abogados defensores de los detenidos por razones de seguridad y orden público, 
algunos de los cuales han muerto, desaparecido o se encuentran encarcelados por 
haberse encargado de tales defensas. 

2. Con respecto a otros derechos establecidos en la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre, la Comisión señala que si bien su falta de 
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observancia no ha revestido la gravedad de los anteriores, las limitaciones a que se 
encuentran sujetos afectan también la plena vigencia de los derechos humanos en la 
República Argentina. En relación a estos derechos la Comisión observa lo siguiente: 

a) que el ejercicio pleno de la libertad de opinión, expresión e información se ha visto 
limitado, en diferentes formas, por la vigencia de ordenamientos legales de excepción 
que han contribuido a crear, incluso, un clima de incertidumbre y de temor entre los 
responsables de los medios de comunicación; 

b) que los derechos laborales se han visto afectados por las normas dictadas al efecto y 
por la aplicación de las mismas, situación que ha incidido particularmente en el derecho 
de asociación sindical debido a actos de intervención militar y a la promulgación de 
estatutos legales que vulneran derechos de la clase trabajadora; 

c) que los derechos políticos se encuentran suspendidos; 

d) que, en general, no existen limitaciones a la libertad religiosa y de cultos; aunque la 
Comisión sí pudo comprobar que los Testigos de Jehová tienen graves restricciones 
para el ejercicio de sus actividades religiosas y que, si bien no existe una política oficial 
antisemita, en la práctica, en ciertos casos, ha habido un trato discriminatorio en contra 
de algunos judíos. 

3. Asimismo, la Comisión considera que las entidades de defensa de los derechos 
humanos han encontrado y encuentran injustificados obstáculos para el cumplimiento 
de la labor que han venido desarrollando. 

4. La Comisión observa que con posterioridad a su visita a la República Argentina, en el 
mes de septiembre de 1979, han disminuido las violaciones de los derechos a la vida, a 
la libertad, a la seguridad e integridad personal y al derecho de justicia y proceso 
regular y que, particularmente desde el mes de octubre de este año, no ha registrado 
denuncias por nuevos desaparecimientos de personas. 

  
   
B. Recomendaciones 

 

En virtud de las conclusiones expuestas, la Comisión estima prudente formular al 
Gobierno de Argentina las recomendaciones siguientes: 

1. En relación a aquellas muertes que han sido imputadas a autoridades públicas y a 
sus agentes, abrir las investigaciones correspondientes y enjuiciar y sancionar, con todo 
el rigor de la ley, a los responsables de esas muertes. 
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2. En lo que corresponde a los desaparecidos, dar cumplimiento a las recomendaciones 
que a este respecto y con carácter preliminar la Comisión hizo al Gobierno argentino el 
20 de septiembre de 19791 y, en consecuencia, informar circunstancialmente sobre la 
situación de estas personas. 

3. Para evitar que se produzcan nuevos casos de desaparición, crear un registro central 
de detenidos que permita a los familiares de éstos y a otros interesados conocer, en 
breve plazo, las detenciones practicadas; ordenar que esas detenciones sean llevadas 
a cabo por agentes debidamente identificados e impartir instrucciones a fin de que los 
detenidos sean trasladados sin demora a lugares específicamente destinados a este 
objeto. 

4. Considerar la posibilidad de derogar el estado de sitio, en vista de que, según las 
reiteradas declaraciones del Gobierno argentino, no persistirían las causas que lo 
motivaron. 

5. En lo que respecta a los detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional y al 
derecho de opción para salir del país, que se adopten las siguientes medidas: 

a) Que la facultad que el Artículo 23 de la Constitución otorga al Jefe de Estado para 
detener personas bajo el régimen de Estado de Sitio, se sujete a un criterio de 
razonabilidad y no se extiendan las detenciones indefinidamente; 

b) Que, se ponga en libertad a las siguientes personas detenidas a disposición del 
Poder Ejecutivo Nacional: 

i. Aquellas que sin causa razonable o por tiempo prolongado se encuentran detenidas; 

ii. Las que han sido absueltas o ya han cumplido sus penas; 

iii. Las que son elegibles para gozar de libertad condicional. 

c) Que se restablezca a plenitud el ejercicio del derecho de opción para salir del país, a 
efecto de que el trámite de las solicitudes no sufra dilaciones que entorpezcan la 
efectividad del ejercicio de dicho derecho. 

6. Investigar a fondo las denuncias concernientes a la utilización de la tortura y otros 
apremios ilegales, y sancionar, con todo el rigor de la ley, a los responsables de esos 
actos. 

7. Instruir a todos los funcionarios y agentes de los cuerpos encargados del orden 
público, la seguridad del Estado y de la custodia de los detenidos, sobre los derechos 
de que éstos gozan, especialmente en lo que respecta a la prohibición de todo 
tratamiento cruel, inhumano y degradante, e informarles sobre las sanciones a que se 
exponen en caso de violar esos derechos. 
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8. Dar un trato humanitario a los detenidos por razones de seguridad u orden público, el 
cual, en ningún caso deberá ser inferior al que se aplica a los reos comunes, teniendo 
presente en uno y otro caso las normas mínimas para el tratamiento de personas 
privadas de libertad, aceptadas internacionalmente. 

9. Adoptar las siguientes medidas relativas a las garantías procesales y de defensa en 
juicio: 

a) Asegurar a las personas sometidas a juicio ante los tribunales militares, las garantías 
del debido proceso legal, especialmente el derecho de defensa por un abogado elegido 
por el procesado. 

b) Designar una comisión de juristas calificados para que estudie los procesos llevados 
a cabo por tribunales militares durante la vigencia del Estado de Sitio, y que en los 
casos en que se hayan omitido las garantías inherentes al debido proceso haga las 
recomendaciones pertinentes. 

c) Que se den las seguridades y facilidades para que los jueces procedan a investigar, 
en forma efectiva, los casos de las personas detenidas en virtud de las leyes de 
seguridad. 

d) Que se otorguen las garantías indispensables para la eficaz defensa que 
corresponde ejercer a los abogados que patrocinan a los procesados. 

10. Dar toda la cooperación al Poder Judicial para asegurar la efectividad e los recursos 
de Habeas Corpus y de Amparo. 

11. En lo que respecta al derecho de opinión, expresión e información, derogar, o en su 
caso modificar, aquellas leyes, como la 20.840 y otras, que significan limitaciones al 
ejercicio de este derecho. 

12. En lo que corresponde a los derechos laborales, tomar las medidas necesarias para 
asegurar su efectiva observación y, en materia de asociación sindical, garantizar los 
derechos de las organizaciones de trabajadores derogándose, o en su caso 
modificándose, las disposiciones legales que impidan su normal desarrollo. 

13. En lo que respecta a los derechos políticos, dar los pasos necesarios orientados al 
restablecimiento de la actividad y participación de los partidos políticos en la vida 
pública de la nación, así como garantizar los derechos políticos de los ciudadanos. 

14. En lo que corresponde al derecho de libertad religiosa y de cultos, derogar el 
Decreto N° 1867 de agosto de 1976 que prohibe todo tipo de actividad a los Testigos de 
Jehová, e investigar y sancionar cualquier discriminación en contra de los judíos. 
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15. En lo que respecta a las entidades de defensa de derechos humanos, dar garantías 
y facilidades necesarias para que puedan contribuir a la promoción y observancia de los 
derechos humanos en la República Argentina. 
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Capítulo II de la CONADEP 
Víctimas, E. Religiosos 

 
En http://www.nuncamas.org/documentos/   

  

Víctimas 
 

 
La lista que sigue no es completa. Recoge los casos de desapariciones de religiosos 
acaecida en el país de los que esta Comisión tiene conocimientos a través de 
testimonios prestados en ella o de fuentes merecedoras de la más alta credibilidad. 
 
 
1) Adur, Jorge Oscar.- Sacerdote asuncionista, párroco de Nuestra Senora de la Unidad 
(La Lucila), salio del país en 1976, fue secuestrado en Brasil, en julio de 1980, su caso 
fue denunciado por la Conferencia Episcopal Brasileña. 

«...vino a interrogarme el mismo que lo hiciera en la Escuela de Mecánica de la 
Armada... cuando estaba dormido, resuerco muy bien su voz. Me interrogó sobre si 
conocía al Padre Jorge Adur, preguntándome con quién vivía, le conteste que el Padre 
vivía con tres estudiantes ( seminaristas) en una casa del barrio La Manuelita, que era 
un barrio muy pobre. En ese momento al interrogador se le escapó: «nosotros 
encontramos dos solamente». (Testimonio del Sacerdote Orlando Virgilio Yorio, Legajo 
Nº 6328). 

 
«...otro grupo queda esperando a Jorge Adur» (Legajo Nº 2204, denuncia de Gerardo 
C. Butrón). 

 
2) Baccini, Héctor Federico.- Ex seminarista, organista, fue secuestrado en La Plata el 
25 de noviembre de 1976. (Legajo Nº 2328). 

 
3) Bustos, Carlos Armando.- Sacerdote de los Franciscanos Capuchinos (estaba por 
ingresar en la Fraternidad del Evangelio) (Padre Carlos de Foucauld). El Padre Carlos 
Bustos trabajaba como taxista. Fue secuestrado en la calle por policías de civil cuando 
se dirigía a escuchar misa en la Basílica de Pompeya, el 9 de abril de 1977. Había 
recibido amenazas contra su vida. 

 
4) Boinchenko, Víctor.- Pastor protestante, oriundo de Cosquín, fue secuestrado en 
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Córdoba el 3 de abril de 1976, según Luis Manzanelli estuvo en La Perla, «trasladado». 
(Testimonio de Teresa Celia Meschiati, Nº 21) 

 
5) Corsiglia, Hugo Arnaldo.- Religioso católico secuestrado el 10 de agosto de 1977 en 
la provincia de Buenos Aires (legajo Nº 3418) 

 
6) Di Pietro, Carlos Antonio.- Seminarista y religioso asuncionista secuestrado el 4 de 
junio de 1976 en San Miguel (Bs.As.). Vivía en la Comunidad de los Religiosos 
Asuncionistas ubicada en el barrio La Manuelita, de San Miguel, de donde fue sacado 
por civiles y uniformados, según testimonio de los vecinos, «a la vez que preguntaban 
por el Padre Jorge» (Adur). (Testimonio de Inés Rodríguez, Legajo Nº 2204, de fecha 
12 de julio de 1984 prestado ante esta Comisión). 

«Fui avisado por una monja Filomena que vivía a la vuelta de la casa de las víctimas (el 
otro secuestrado era el seminarista Raúl Eduardo Rodríguez). Salgo de mi casa y 
camino una cuadra y media desde donde observo el operativo» (Testimonio de Jesus 
Oscar Ahumada prestado ante esta Comisión el 30 de mayo de 1981, Legajo Nº 2204). 
 
«Se llevan a Raul Eduardo Rodríguez y a Carlos Antonio Di Pietro, otro grupo queda 
esperando a Jorge Adur. La Congregación hizo algunas averiguaciones pero lo único 
que pudieron averiguar fue que el operativo lo hizo la Marina. La situación se agravó 
cuando Jorge Adur sale del país y hace declaraciones en Europa». (Denuncia de 
Gerardo Carlos Brutrón, Legajo Nº 2204/2205). 

 
7) Domon, Alice.- Religiosa francesa de las Misiones Extranjeras de París 
(congregación francesa), fue secuestrada en la Capital Federal (Iglesia de la Santa 
Cruz) el 8 de diciembre de 1977. Estuvo prisionera en la ESMA, fue torturada y 
finalmente «trasladada». 

«...Lo mismo sucedió con las religiosas francesas Alice Domon y Leonie Renée Duquet. 
Tuve oportunidad personal de hablar con la hermana Alice, ya que fue llevada junto con 
la hermana Renée al tercer piso del Casino de Oficiales de la ESMA, lugar donde me 
encontraba cautivo. Esto ocurre alrededor del 11 ó 12 de diciembre. Es cuando me 
cuenta que había sido secuestrada en una iglesia, conjuntamente con familiares de 
desaparecidos. Luego supe que eran 13 personas; las hermanas estaban muy 
golpeadas y débiles, ya que para llevar al baño a la hermana Alice tenían que 
sostenerla dos guardias. Le pregunte si la habían torturado y me contestó 
afirmativamente: la habían atado a una cama totalmente desnuda y le habían aplicado 
la picana por todo el cuerpo; además dijo que después la habían obligado a escribir una 
carta a la Superiora de su Congregación, la escribió en francés bajo constante tortura, y 
posteriormente le sacaron una foto a ambas, sentadas junto a una mesa. Las fotos les 
fueron sacadas en el mismo lugar donde las torturaron: el subsuelo de Casino del 
Oficiales. Las hermanas estuvieron en ESMA unos diez días, torturadas e interrogadas. 
Luego fueron «trasladadas» junto con las once personas restantes. Los rumores 
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internos fundamentados por el apresuramiento con que se sacó de allí a estas 
personas, indicaban el asesinato de las mismas». (Testimonio de Horacio Domingo 
Maggio, Legajo Nº 4450). 

 
«Cayeron alrededor de 10 ó12 familiares, entre ellos la Hermana francesa Alice Domon. 
Más tarde fue llevada tambien a la ESMA la hermana Rennée Duquet, de la misma 
Congregación religiosa que la hermana Alice. A la hermana Renée la alojaron en 
"Capuchita". Las hermanas Alice y Renée fueron salvajemente torturadas, 
especialmente la primera. La conducta de ellas fue admirable. Hasta en sus peores 
momentos de dolor, la Hermana Alice que estaba en "Capucha"- preguntaba por la 
suerte de sus compañeros y en el colmo de la ironía- en forma particular por el 
«muchachito rubio», que no era otro que el Teniente de Fragata Astiz (quien se había 
infiltrado en el grupo haciéndose pasar por familiar de un desaparecido)... A punta de 
pistola la obligó a la hermana Alice a redactar una carta de su puño y letra... Para 
coronar esa parodia se les tomó (a ambas Hermanas) fotografías en el propio 
laboratorio fotográfico de la ESMA, en las que aparecían sentadas delante de una mesa 
con un cartel del Partido Montonero atrás. Las Hemanas Alice y Renée fueron 
«trasladadas» y junto con ellas los familiares secuestrados en la misma circunstancia». 
(Testimonio de Lisandro Raúl Cubas, Legajo Nº 6974).  

 
8) Duquet, Léonie Renée.- Religiosa francesa de las Misiones Extranjeras, de París, de 
60 años, catequista de Castelar, secuestrada, ya citada, el 10 de diciembre de 1977 en 
Ramos Mejía (Bs. As.). Estuvo prisionera en la Escuela de Mecánica de la Armada, 
torturada y posteriormente «trasladada». (Testimonios de Horacio Domingo Maggio y 
de Lisandro Raul Cubas). 

 
9) Fourcade.- Sacerdote secuestrado el 8 de marzo de 1976. Estuvo en el Campo de La 
Ribera. «Trasladado» (Testimonio de Teresa Celia Meschiati, Legajo Nº 4279). 
 
 
10) Gadea, Aníbal.-Seminarista católico secuestrado en 1977. 
 
 
11) Galli, Jorge.- Sacerdote, fue secuestrado en 1976, en San Nicolás, (Bs. As.) 
 
 
12) Gervan, Luis Oscar.- Religioso católico, fue secuestrado el 4 de noviembre de 1976 
en Tucumán. 

 
13) Gazarri, Pablo María.-Sacerdote. Trabajaba en la Parroquia de Nuestra Señora del 
Carmen de Villa Urquiza (Capital Federal), y estaba por ingresar en la Fraternidad del 
Evangelio (Padre Carlos de Foucauld), para la cual se había postulado con el fin de 
dedicarse más al apostolado entre los pobres. El Padre Gazzarri fue secuestrado el 27 
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de noviembre de 1976. Según testigos, fue interceptado en la calle, cerca de la casa de 
sus padres, por personas que vestían uniforme de policía. Había recibido amenazas 
contra su vida, especialmente después de la masacre de los Padres Palotinos. Siendo 
seminarista, tuvo como asesor espriritual al actual Cardenal Eduardo Pironio, quien 
luego del secuestro trató inútilmente de obtener informes de parte de las autoridades 
argentinas. Fue visto prisionero en la Escuela de Mecánica de la Armada y fue 
«trasladado» en los primeros días de enero de 1977. 

«El sacerdote Pablo Gazzarri fue secuestrado en noviembre de 1976 y brutalmente 
torturado. Tuve conocimiento de él porque lo comentaban los guardias. Estaba en el 
camarote del fondo de la «L» de «Capucha». Lo pusieron luego en el suelo cerca de mí, 
donde le comenté lo de la misa en el segundo piso y le "pedí asesoramiento espiritual 
que no me pudo dar ya que para la primera semana del 77 fue "trasladado"». 
(Testimonio de Lisandro Ralil Cubas, Legajo Nº 6974) 

 
14) Jalics, Francisco.- Sacerdote jesuita, fue secuestrado el 23 de mayo de de 1976 en 
el Barrio Rivadavia (en el lfinite con la villa del Bajo Flores). Estuvo prisionero en 
E.S.M.A. y posteriormente en una casa de Don Torcuato. Fue liberado el 23 de octubre 
de 1976 junto al padre Yorio, sacerdote de la misma Comunidad. Salió del país. 

«También estaba conmigo el Padre Jalics, otro integrante de la Comunidad... Comienzo 
a conversar con el Padre Jalics quien me cuenta que durante el operativo de la 
detención de ambos, le vio a uno de los participantes un ancla en el cinto, y que 
estando detenido, en ocasión de celebrarse el 25 de Mayo, hubo algo así como una 
formación allí afuera y pudo escuchar un discurso que se iniciaba con... «de la Escuela 
de Mecánica de la Armada... Junto al Padre Jalics sacamos la conclusión de que 
habíamos sido sacados de la E.S.M.A. 

 
Me di cuenta de que estaba en campo abierto (lo habían liberado), recién me animé a 
quitarme la venda, miré las estrellas, además el Padre Jalics estaba a mi lado... (nos 
dejó un helicóptero)». (Testimonio del Sacerdote Orlando Virgilio Yorio, Legajo Nº 6328) 

 
15) Isla Casares, Juan Ignacio.-Seminarista obrero de la Parroquia Nuestra Señora de 
la Unidad (Olivos), de donde era párroco el Padre Jorge Adur. Fue secuestrado (y 
posiblemente asesinado) el 4 de junio de 1976 en Boulogne, Partido de San Isidro, Bs. 
As. Marcelo, el hermano-menor de la víctima, a quien tenían prisionero dentro de un 
coche, presenció el tiroteo y vio que ponían un cuerpo en el baúl del mismo automóvil. 

«...Me dicen que me quede quieto o me balearán. Portaban armas largas 
(ametralladoras portátiles). Se oye una ráfaga de ametralladora y un grito de voz 
masculina... espiaba por el vidrio de atrás, vi que abrían el baúl e introducían un 
cuerpo... yo iba en el auto con una persona a quien todos decían "mayor". El 
acompañante del "mayor", que también viajaba en ese auto, antes de ascender limpió 
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sangre de sus manos con un trapo...» (Testimonio de Marcelo Isla Casares, Legajo Nº 
2203). 

 
16) Lopez, Mauricio Amilcar.-Pastor protestante, fue rector de la Universidad de San 
Luis y pertenecía al Consejo Mundial de Iglesias como delegado ejecutivo. Secuestrado 
en Mendoza el 1° de enero de 1977, fue sacado de su casa en presencia de su familia 
(madre y hermanos, a quienes maniataron) por un grupo de hombres fuerte ent e 
armados, los que además se llevaron una suma de dinero, objetos de valor y 
documentación personal de la víctima. El Consejo Mundial de Iglesias exhortó al 
General Videla a ubicar el paradero del pastor. 

 
17) Rodríguez, Raul Eduardo.-Religioso asuncionista, seminarista de la Congregación 
de la Sagrada Familia (Diócesis de San Isidro), fue secuestrado el 4 de junio de 1976, 
junto al seminarista Carlos Di Pietro, en la Comunidad de los Religiosos Asuncionistas 
ubicada en el Barrio La Manuelita, San Miguel (Bs. As.). Realizaba trabajo pastoral en 
Villas de Emergencia y era estudiante de teología. 

 
18) Rougi», Nelio.-Sacerdote de Hermanitos del Evangelio, fue secuestrado en 
septiembre de 1975 en Tucumán, cuando viajaba desde Córdoba. 

19) Rice, Patrick.-Sacerdote católico de nacionalidad irlandesa secuestrado el 12 de 
octubre de 1976 en la Capital Federal. Liberado el 3 de diciembre de 1976 en que salió 
del país custodiado hasta que partió el avión. Estuvo como detenido-desaparecido y 
luego fue «legalizado». Fue bárbaramente torturado. 

«...Allí siempre se tenía que andar con los ojos vendados. Luego me interrogó una 
persona, me preguntó cómo había recibido las heridas que tenía. Le dije lo que me 
había pasado y me contestó que de ahora en adelante me había caído por una 
escalera, si no decía eso iba a terminar en el fondo del río con un pedazo de hormigón. 
Después me sacaron una declaración que firmé...» (Testimonio de Patrick Rice, Legajo 
Nº 6976). 

 
20) Silva Iribarnegaray, Mauricio Kleber.-Sacerdote salesiano uruguayo, vino a la 
Argentina en 1970 para entrar en la Fraternidad del Evangelio (Padre Carlos de 
Foucauld). Trabajaba como obrero de la Municipalidad de Buenos Aires, en la limpieza 
de calles, ya que la orientación de la Fraternidad indica que sus miembros se 
desempeñen en la misma actividad donde realizan su apostolado. El 14 de junio de 
1977, el Padre Silva se encontraba barriendo la calle cuando gente de civil armada que 
se indentificó como perteneciente a la policía y que iba dentro de un Ford Falcon 
blanco, preguntó a otros barrenderos dónde trabajaba aquél. Una testigo vio cómo lo 
metían en un coche con las misma características. En la tarde del día siguiente al 
secuestro, cuatro hombres que dijeron ser miembros de la Fuerzas Armadas y uno que 
dijo ser el Juez militar que intervenía en el caso Sil va, interrogaron sobre él a los 
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vecinos y a los Hermanos. Para el Hermano Cara, resultó muy claro que esos hombres 
ya habían hablado con la víctima, ya que sabían todo con exactitud acerca de la 
Fraternidad y habían llevado con ellos a un traductor del francés; estaban 
particularmente interesados en las ideas políticas de Mauricio Silva. Al día siguiente fue 
presentado un recurso de hábeas corpus el que no tuvo resultado positivo. Hacia fines 
de julio se supo en círculos eclesiásticos que Silva estaba en Campo de Mayo y que 
había sido bárbaramente torturado. Semanas más tarde fue transferido a algún lugar de 
La Plata. Desde ese momento, no se tuvo más noticias de él, suponiéndose lo peor. 
(«Repression of a religious community in Argentina», publicado por la Fraternidad del 
Evangelio (Padre Carlos de Foucauld), preparado por Fraternity of the Gospd, New 
York, abril de 1978). 

21) Solan, Henri de.-Hermano de la Fraternidad del Evangelio (Padre Carlos de 
Foucauld), quien desde hacía tiempo trabajaba en la Provincia de Corrientes, fue 
detenido en septiembre de 1976 y deportado a Francia en febrero de 1978. Después de 
esos doce meses de detención fue finalmente acusado de facilitar el uso de una 
máquina de escribir a un grupo opositor al gobierno («Repressión of a religious 
community in Argentina». Pub. Fraternidad del Evangelio, abril de 1978). 
 
 
22) Weeks, James.-Sacerdote norteamericano, fue secuestrado el 3 de agosto de 1976 
junto con 5 seminaristas, en Córdoba. Liberado, sale del país. 

«Tanto los 5 seminaristas como el Padre Weeks fueron interrogados por el Coronel 
Fierro y el Suboficial retirado "Cura" o "Magaldi", posiblemente hayan estado en el 
campo de La Ribera. Cuando me detienen el 25 de setiembre de 1976, la primera 
persona que vino a verme fue el Coronel Fierro, quería saber si el Reverendo Weeks 
tenía conexión con la organización «Montoneros». Me dice que era el Destacamento de 
Inteligencia 141 el que había secuestrado a los 5 seminaristas y a Weeks y que lo 
pensaban matar pero que al interceder el embajador norteamericano por Weeks, lo 
habían tenido que dejar salir del país». (Testimonio de Teresa Celia Meschiati, Legajo 
Nº 21). 

 
23) Yorio, Orlando Virgilio.-Sacerdote jesuita, fue secuestrado el 23 de mayo de 1976 
en su casa del Barrio Rivadavia, límite con la villa del Barrio de Flores, y liberado el 23 
de octubre del mismo año. Durante es elapso estuvo en calidad de detenido-
desaparecido, junto con el Padre Víctor Jalics. Ambos estuvieron prisioneros en la 
Escuela de Mecánica de la Armada y posteriormente en una casa situada en Don 
Torcuato. 

«En determinado momento del interrogatorio se pusieron a discutir entre ellos, pude 
escuchar que comentaban la conveniencia o no de un rastrilleo en la villa, por lo que 
supongo que estaba en sus intenciones hacerlo. Supuse que eran de Aeronaútica o 
Marina, oficiales, por el lenguaje que utilizaban... sentía que estaba en un sótano, 
permaneciendo en el suelo, siempre con la capucha, sentí como que en el lugar había 
mucha gente y había alguien que cuidaba.... vienen y me atan las manos por detrás,... 
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me ponen grillos en los dos pies con candados a una bala de cañón y me dejan 
encerrado en ese lugar que es muy pequeño. .. pido para ir al baño y no me hacen 
caso... así permanezco unos dos o tres días sin tomar agua, sin comer, a veces entran 
para insultarme, para amenazarme de muerte, me decían que no era sacerdote... 
empecé a pensar que me encontraba en la Escuela de Mecánica de la Armada por los 
ruidos que escuchaba, paso de trenes y de aviones que volaban muy bajo... Pasado el 
25 de mayo vinieron a darme una inyección en la nalga, pude sentir el ruidito como de 
un grabador y seguidamente comencé a dormirme... me llevaron subiendo un ascensor 
uno o dos pisos, a un lugar grande donde había mucha gente tirada en el suelo, se oían 
ruidos de cadenas y de tanques de agua que se llenaban... pude oír gente que se 
quejaba... me sacan afuera y me introducen en un auto... en ese momento deduje que 
era la puerta de rejas de la Escuela de Mecánica de la Armada... se comunicaron por 
radio, a una pregunta la contestación fue "a su popa".................." 

 
"Al otro día vino un hombre, era el mismo que me había preguntado por Mónica 
Quinteiro... nos preguntó si nos habíamos dado cuenta de quién nos había tomado, y el 
Padre Jalics le contestó: "La Escuela de Mecánica de la Armada", y el interrogador 
asintió diciendo: "...sepan que esto es una guerra y en una guerra a veces pagan justos 
por pecadores... sepan que entre nosotros hay problemas, que entre nosotros hay 
gente que sólo quiere matar como esa persona de gamulán que participó en el 
operativo que los capturó.........." 

 
"Al cabo de cinco meses, el 23 de octubre, a eso de las 5 de la tarde nos dan una 
inyección... noto que me marea un poco, nos cargan en una camioneta, anduvimos no 
sé cuánto, nos dieron otra inyección, y más tarde otra... y no puedo recordar más, 
quisimos incorporarnos, nos caímos... despertamos cuando empezaba a haber luz... 
caminamos algo más de un kilómetro, hasta que encontramos un ranchito, golpeamos y 
un paísano nos atendió: "sí, yo antes de ayer vi un helicóptero que bajó a la tarde", dijo. 
Le preguntamos dónde estábamos, nos dijo que en Cañuelas ..............."  

 
"El 25 de octubre se reunía la Conferencia Episcopal...» (Testimonio del Sacerdote 
Orlando Virgilio Yorio, Legajo Nº 6328) 

 
24) San Cristóbal, Julio.-Hermano de La Salle, fue secuestrado el 5 de febrero de 1976. 
(Tiempo Latinoamericano Nº 4 - Córdoba). 
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El caso de los Padres Palotinos 
 

 
«A mediados de 1976, fueron asesinados tres sacerdotes y dos seminaristas de la 
orden los Palotinos, que vivían en una parroquia en Buenos Aires, el teniente Pernía 
participó en esta operación, según sus propios dichos jactanciosos». (Testimonio de 
Graciela Daleo y Andrés Castillo, Legajo N° 4816). 

 
En la madrugada del 4 de julio de 1976, fueron asesinados los sacerdotes de la 
comunidad palotina de San Patricio Alfredo Leaden, Pedro Duffau y Alfredo Kelly y los 
seminaristas Salvador Barbeito y Emilio Barletti. Los religiosos fueron muertos a tiros en 
la Parroquia de San Patricio del barrio de Belgrano. 

 

El Padre Alfredo Leaden, de 57 años, era delegado de la Congregación de los Palotinos 
Irlandeses; el Padre Pedro Duffau, de 65 años, era profesor; el Padre Alfredo Kelly, de 
40 años, era director del Seminario de Cataquesis en Belgrano y profesor en el Colegio 
de las Esclavas del Santísimo Sacramento; Salvador Barbeito, de 24 años, era 
seminarista, profesor de filosofía, psicología y catequista además de rector del Colegio 
San Marón; Emilio Barletti, de 25 años, era seminarista y profesor. 

 

Tanto amigos como feligreses de los religiosos asesinados coincidieron en que éstos 
habían predicado siempre la paz y condenaban la violencia. 
 
 

La noche del crimen, personas del vecindario vieron un automóvil Peugeot negro 
largamente estacionado frente a la Parroquia, con cuatro hombres adentro, y también 
un patrullero que se detuvo junto a ellos y luego se alejó. Seguramente los asesinos 
aguardaban que se encontrasen en la parroquia todos sus moradores para entrar en 
acción. 
 
 

Las primeras personas que a la mañana ingresaban a la Parroquia encontraron sobre 
las paredes y una alfombra leyendas que después fueron retiradas; las leyendas 
decían: «Así vengamos a nuestros compañeros de Coordinación Federal» (en cuyo 
comedor se había colocado hacía poco una bomba homicida) y «Esto les pasa por 
envenenar la mente de la juventud».  De la parroquia desaparecieron objetos y papeles. 
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El 7 de julio la Conferencia Episcopal elevó una nota a la Junta Militar donde, entre 
otras cosas, decía: "consideramos los graves hechos de violencia que han sacudido 
últimamente y en forma desconocida, al país, hiriendo íntimamente el corazón de la 
Iglesia. Nos referimos, naturalmente, al incalificable asesinato de una comunidad 
religiosa en la Parroquia de San Patricio en Buenos Aires...". Y el 5 de julio, en el 
sermón pronunciado durante el. oficio celebrado en San Patricio, el sacerdote 
asuncionista Roberto Favre decía: "Es necesario rogar a Dios no sólo por estas muertes 
sino por la innumerables desapariciones que ocurren cotidianamente ...". 

«El suceso narrado coincidió en el tiempo con la recepción de otra carpeta 
«confidencial» que contenía documentación perteneciente a los Padres Palotinos... el 
cura párroco Alfredo Leaden y Pedro Duffau y los seminaristas José Emilio Barletti y 
Salvador Barbeito. Agrega el declarante que entre la actividad ejercida por el Ministerio 
del Interior, estaba la vigilancia sobre aquellos sacerdotes denominados 
«tercermundistas» existiendo un archivo de 300 nombres con informaciones detalladas 
sobre la actividad de cada uno de ellos. En referencia al caso de los Padres Palotinos, 
el declarante posee en su poder una agenda telefónica de uno de los sacerdotes, que 
guardó como prueba de que dicha documentación se encontraba en dependencia del 
Ministerio del Interior en la época de referencia...» (Declaración prestada por el ex 
oficial de la Policía Federal argentina Peregrino Fernández, entre el Grupo de Trabajo 
sobre Desapariciones forzadas en la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas con sede en Ginebra). 
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Acusación del fiscal Julio Strassera 
Juicio a las Juntas Militares. Año 1985 

Extracto 
 en http://www.nuncamas.org/documentos 

 
Introducción 
 
El Dr. Julio Strassera fue Acusador Público de 1ra. Instancia durante la dictadura, y le 
tocó en su momento peticionar procesamientos y condenas a presos políticos, 
incluyendo a ciudadanos que meramente habían violado la "veda política" (ley 21.323), 
norma absolutamente totalitaria engendrada por el gobierno de facto. 
 
Al asumir el régimen constitucional, fue ascendido al sitial de Fiscal en la Cámara de 
Apelaciones del principalísimo distrito Capital. En tal circunstancia volcó toda su 
experiencia y talento para describir el "plan criminal" -apoyándose en mas de 2.000 
causas individuales básicas preexistentes- y solicitar elevadas penas para los 
procesados militares cupulares, originando un amplio apoyo popular.  
 
De la extensísima pieza de Acusación -que demandó varias sesiones de prolongados 
discursos- solamente podemos transcribir acá importantes fragmentos, los que hemos 
estimado más pertinentes. Resulta particularmente señalable cuánto bregó el Fiscal 
para que, además de la responsabilidad de la fuerza Ejército -la lucha "antisubversiva" 
se libró en tierra-, también los Jefes de Marina y Aeronáutica debían responder por los 
delitos propios y además por los del Ejército.  

 
Que cada Comandante es determinador de todos los delitos, incluídos los perpetrados 
por los otros dos, y así recíprocamente. Es lo que se denominó "responsabilidad por 
Juntas" -colectiva-, el tribunal solamente vio la responsabilidad por "Arma", que condujo 
a la absolución, para cada uno, respecto de los delitos cometidos por los otros, y de ello 
se derivó que los aeronáuticos fueran escasamente penados, o sobreseídos. 
 

Señores jueces: 

La comunidad argentina en particular, pero también la conciencia jurídica 
universal me han encomendado la augusta misión de presentarme ante ustedes para 
reclamar justicia. 

Razones técnicas y fácticas tales como la ausencia de un tipo penal específico en 
nuestro derecho interno que describa acabadamente esta forma de delincuencia que 
hoy se enjuicia aquí y la imposibilidad de considerar uno por uno los miles de casos 
individuales--, me han determinado a exhibir, a lo largo de diecisiete dramáticas 
semanas de audiencia, tan solo 709 casos que no agotan, por cierto, el escalofriante 
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número de víctimas que ocasionó, lo que podríamos calificar como el mayor genocidio 
que registra la joven historia de nuestro país. 

 
Pero no estoy solo en esta empresa. Me acompañan en el reclamo más de nueve mil 
desaparecidos que han dejado, a través de las voces de aquellos que tuvieron la suerte 
de volver de las sombras, su mudo pero no por ello menos elocuente testimonio 
acusador. 

Empero, ellos serán mucho más generosos que sus verdugos, pues no exigirán tan solo 
el castigo de los delitos cometidos en su perjuicio. Abogarán, en cambio, para que ese 
ineludible acto de justicia sirva también para condenar el uso de la violencia como 
instrumento político, venga ella de donde viniere; para desterrar la idea de que existen 
"muertes buenas" y "muertes malas" según sea bueno o malo el que las cause o el que 
las sufra. 

Si de este modo logramos sustituir aquel fanático "Viva la muerte" conque Millán Astray 
reivindicaba su perversa doctrina por un "Viva la vida" en rescate de los valores éticos 
sobre los cuales esta Nación fue fundada, habremos de darnos por satisfechos... 
 
Pero la violencia, señores jueces, no era obra exclusiva de la izquierda revolucionaria 
como en vano se ha pretendido demostrar en este juicio. 

 
Paralela y coetáneamente con aquella aparece en la escena nacional una organización 
particularmente siniestra, que nada tuvo que envidiar a la guerrilla; me refiero a las Tres 
A, o Alianza Anticomunista Argentina, grupo terrorista especializado en la supresión de 
ciertos ciudadanos que cometían el delito de pensar.  Curiosamente, desde las esferas 
oficiales sus integrantes no eran considerados subversivos, sino una reacción necesaria 
de defensa social. 

 
Pero en este aspecto de la cuestión creo que más útil que mis argumentaciones es 
escuchar al almirante Guzzetti, nuestro canciller en 1976, cuando dijo al mundo entero: 
 
"Mi concepto de subversión se refiere a las organizaciones terroristas de signo 
izquierdista. La subversión o el terrorismo de derecha no es tal. El cuerpo social del 
país está contaminado por una enfermedad que corroe sus entrañas y forma 
anticuerpos. Esos anticuerpos no deben ser considerados de la misma forma que se 
considera un microbio". 

 
Así también, impúdicamente, se pretende justificar la existencia de estas bandas en la 
página 8 del libro "El terrorismo en la Argentina", presentado por la defensa del general 
Viola. 
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Pero la particularidad de estos anticuerpos (mejor sería llamarlos antihombres), fue la 
forma indiscriminada en que ejercieron su culto a la violencia. A cualquier acción 
violenta de la guerrilla respondían con el cobarde asesinato de algún político o de algún 
intelectual de izquierda, en todos los casos inerme. 
 
Así atentaron en octubre de 1973 contra el senador Hipólito Solari Yrigoyen; en 1974 
contra el rector de la Universidad de Buenos Aires, Raúl Laguzzi, matando a su hijo 
Pablo de cuatro meses de edad; el mismo año asesinaron a Silvio Frondizi, a los 
comunistas Carlos Alberto Miguel, Rodolfo Achen y Enrique Lahm, al ingeniero Carlos 
Llerenas Rozas y tantísimos otros más, cuya enumeración no es del caso hacer aquí. 

Pero mucho más grave que la desfachatada justificación desde el gobierno, es el hecho 
incontrovertible que las Tres A desaparecen de la escena a partir del golpe de Estado 
del 24 de marzo de 1976. Porque, señores jueces, de esa fecha en adelante la más 
empeñosa búsqueda para detectar un hecho de esa organización resulta estéril. 

¿Por qué? La respuesta es obvia; porque se integran al Estado. Porque la complicidad 
tolerante cedió paso a la acción directa, pasando sus miembros a revistar en los 
cuadros permanentes de la represión bajo la forma de las temibles patotas". 
 
De otra manera, los anónimos operativos de detención en horas de la madrugada 
practicados por pandillas disfrazadas, carecían de explicación. 

 
Buena prueba de cuanto vengo afirmando constituyen las constancias de los 
expedientes números 3324 y 3937 tramitados ante el Juzgado N 4 de este fuero. En 
estas actuaciones, se comprueba que con fecha 26 de diciembre de 1975 resultó 
aprehendido Abelardo Benjamín Rodríguez, guardaespaldas a sueldo, en posesión de 
una pistola calibre 11,25 mm. Procesado, manifestó haberse desempeñado en el 
Ministerio de Bienestar Social y que el arma en cuestión se la había vendido un 
empleado de dicha dependencia, llamado Beto Cozzani. Este, en un primer momento 
es oído como testigo y admite tanto su función de empleado administrativo cuanto la 
venta del arma que se le atribuye. Procesado a su vez, se mantiene prófugo, 
comprobándose que en junio de 1978 se desempeñaba como cabo 1º de la Policía de 
la Provincia de Buenos Aires. 

Para completar el cuadro, señores jueces, basta reparar en que el mentado Cozzani fue 
la persona que secuestró a los hermanos Julio César y Carlos Enrique Miralles, según 
surge de sus respectivas declaraciones de fs. 617 y 737 de las actas de la Audiencia. 

Tal, en apretada síntesis, el cuadro de violencia imperante en el pais cuando tres de los 
hoy procesados deciden, una vez más en nombre de las Fuerzas Armadas, tomar por 
asalto el poder despreciando la voluntad popular. 
 
Y ¿cuál fue la respuesta, luego de éste, que se dio desde el Estado a la guerrilla 
subversiva? 
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Para calificarla, señores jueces, me bastan tres palabras. Feroz, clandestina y cobarde. 
 
Porque si bien resulta inexcusable admitir la necesidad y la legitimidad de la represión 
de aquellas organizaciones que hacen de la violencia su herramienta de lucha política, 
a fin de defender los valores de la democracia, del mismo modo ha de admitirse que 
cuando esa represión se traduce en la adopción de los mismos métodos criminales de 
aquellas organizaciones, renunciando a la eticidad, nos encontramos en presencia de 
otro terrorismo; el del Estado, que reproduce en sí mismo los males que dice combatir. 
 
Los guerrilleros secuestraban, torturaban y mataban. Y ¿qué hizo el Estado para 
combatirlos? Secuestrar, torturar y matar en una escala infinitamente mayor y, lo que es 
más grave, al margen del orden jurídico instalado por él mismo, cuyo marco pretendía 
mostrarnos como excedido por los sediciosos. 

Y de aquí, señores jueces, se derivaron consecuencias mucho más graves para el 
orden jurídico. 

Porque, ¿cuántas de las víctimas de la represión eran culpables de actividades 
ilegales? ¿Cuántas inocentes? Jamás lo sabremos y no es culpa de las victimas. 
 
No bastan los chismorreos de los servicios de informaciones que, de manera 
vergonzante se han esgrimido en este juicio en muchas oportunidades. 
 
Al suprimirse el juicio, se produjo una verdadera subversión jurídica; se sustituyó la 
denuncia por la delación, el interrogatorio por la tortura y la sentencia razonada por el 
gesto neroniano del pulgar hacia abajo. 

No existió entonces patrón de conducta al cual la víctima podía someterse para estar a 
cubierto de una posible injuria El terrorismo de Estado la ponía en una situación de 
absoluta impotencia en lo concerniente a la determinación de su conducta y, por ende, 
en la decisión de su destino. El carácter arbitrario e indiscriminado de la represión sitúa 
el centro de la suerte de la victima fuera de ésta, pero continúa considerándola 
responsable de una conducta que no sólo no decide, sino que incluso no puede llegar a 
comprender. 
 
De tal suerte, las juntas militares fracasaron no sólo en la misión de establecer la 
inocencia de los inculpados injustamente, sino también en la de probar la culpabilidad 
de los responsables de actos criminales. "No vamos a tolerar que la muerte ande suelta 
en la Argentina". "Lentamente, casi como para que no nos diéramos cuenta, una 
máquina de horror fue desatando su iniquidad sobre los desprevenidos y los inocentes, 
en medio de la incredulidad de algunos, de la complicidad de otros, y el estupor de 
muchos". Estas frases las dijo el almirante Emilio Eduardo Massera el 2 de noviembre 
de 1976 en la Escuela de Mecánica de la Armada. 
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Para esa fecha en los altillos de la casa de oficiales de la Escuela de Mecánica de la 
Armada, sobre una colchoneta estaba Cecilia Inés Cacabellos. Tenía 16 años, la 
habían encapuchado y sus manos estaban esposadas y engrillada. 
 
La habían capturado gracias a los datos suministrados por su hermana, a quien le 
dieron garantías de que sólo se la iba a interrogar; creía que así le salvaba la vida. 
Cecilia Inés Cacabellos permanece hoy en situación de desaparecida. 

Mientras de puertas afuera se condenaba la violencia y se proclamaba la legalidad, en 
el interior regia otra norma más fuerte que la ley, de acuerdo a la cual decenas de 
Cecilias Cacabellos eran sometidas a tratos inhumanos. 

La ferocidad y la mentira son las dos notas del sistema de represión que los acusados 
implantaron durante años en la Argentina. Por eso hoy se hace necesario averiguar la 
verdad y juzgar a todos los que hayan violado la ley; en particular a los poderosos, a los 
máximos responsables, esta es la única forma de restablecer la vigencia de la ley en la 
conciencia de la sociedad. 

La mentira, la disociación entre los dichos y los hechos aparecen ya en los 
antecedentes de lo que aquí juzgamos. 

Obra agregada a la causa el anexo I de la directiva 333 correspondiente al dio 1975 
donde el Gral. Videla, como jefe del estado Mayor, afirma: "En octubre de 1974 el 
pueblo eligió mayoritariamente a quienes habrían de representarlo y ese gobierno 
popular es enfrentado por quienes se atribuyen una representatividad que no tienen". 
 
Señalaba también, "todo intento de condicionar a las autoridades libremente elegidas, 
se convierte en un atentado contra el pueblo que las eligió". 

Esta disociación entre los dichos y los hechos también se manifestó desde los primeros 
instantes del accionar de la Junta Militar. 

En aquel momento, los comandantes pusieron lo que llamaron "Bases para la 
intervención de las FF.AA", donde afirmaron que no debía esperarse "una efusión 
indiscriminada de sangre que bajo el aparente propósito de lograr justicia bajo la vía 
más expeditiva, sólo conduzca a la negación, de ese principio fundamental, a la 
reacción interna masiva ante lo que pueda considerarse como medida masiva extrema 
y al aislamiento internacional". 

Sin embargo, contrariando su afirmación, los acusados ordenaron un sistema de 
represión en el que secuestraron a miles de personas que fueron robadas, torturadas y 
asesinadas. 
 
Y como definieron los mismos comandantes en su documento, esa feroz represión 
constituyó la negación de la justicia como principio fundamental y dio lugar exactamente 
a lo que habían previsto: produjo una reacción interna masiva ante una medida opresiva 
externa y llevó al aislamiento internacional del país. 
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Agregaba por último, "frente a un pueblo maduro y consciente que ejerce su soberanía 
en plenitud se alzan las minorías que pretenden arrogarse el derecho de representarla". 
 
Esas afirmaciones no impidieron que el 24 de marzo de 1976 el general Videla, junto 
con el almirante Massera y el brigadier Agosti derrocaran a ese mismo gobierno popular 
del que eran su brazo armado y asumieran la suma del poder. 

Durante estos 5 días analizaremos la prueba de los hechos por los que se indagó a los 
acusados, hechos que revelan los diferentes rasgos de la represión y expondremos las 
razones jurídicas sobre las que fundaremos el pedido de condena. 

Quisiera destacar ahora algunos aspectos generales del sistema implantado. 
 
Los gobiernos surgidos de los distintos golpes de Estado siempre quebraron el régimen 
constitucional y en algunas ocasiones, usurpando facultades legislativas, dictaron 
normas que derogaban layen vigentes, pero que a la vez también los autolimitaban, 
normas que en términos generales fueron cumplidas o en su defecto fueron 
nuevamente modificadas. 

En cambio, la acción desarrollada bajo el mando de la Junta Militar integrada por 
Videla, Massera, Agosti y sus continuadores tuvo la particularidad de no cumplir ni 
siquiera con las inconstitucionales normas que dictó... 

Entre las muchas deudas que los responsables de la instauración de este cobarde 
sistema de represión han contraído con la sociedad argentina existe una que ya no 
podrán saldar. 

Aun cuando ellos tuvieran prueba de que todas las personas secuestradas hubieran 
participado en actos de violencia, la falta de juicio y de sentencia condenatoria impide 
que la República considere a esas personas como responsables de esos hechos... 
 

Quisiera repetirlo: la falta de condena judicial no es la omisión de una formalidad. Es 
una cuestión vital de respeto a la dignidad del hombre. 

Su abandono llevó a lo siguiente: una persona fue secuestrada por pertenecer a las 
F.A.P. (Fuerzas Armadas Peronistas) y resultó que pertenecía a la F.A.P. (Federación 
Argentina de Psiquiatras); un profesor fue detenido por difundir las ideas del ERP y 
resultó que daba clase de ERSA (Estudio de la Realidad Social Argentina); una persona 
fue detenida porque leía "No transar"; un niño de 14 años fue detenido y asesinado con 
métodos atroces porque quería ingresar en la Escuela de Suboficiales de Marina y era 
hijo de un integrante del Partido Comunista; los hijos, la nuera y la esposa de Ramón 
Miralles fueron detenidos para poder detener a Ramón Miralles; Ramón Miralles fue 
detenido y torturado para que explicase o inventase algún delito económico de Victorio 
Calabró... 
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¿Alguien tiene derecho a permitir que Adriana Calvo de Laborde tenga a su hija 
esposada y con los ojos vendados en el asiento trasero de un auto en movimiento y que 
soporte durante cinco horas el llanto de su bebé recién nacido, tirado en el suelo sin 
poder tocarlo? 

O lo que narró Susana Caride: "En un momento determinado, por algo que alguien 
contestó, Julián tomó la cadena y golpeó a todos los que estábamos allí, fue algo 
dantesco, porque al estar engrillados, al estar con los ojos vendados, era gente que 
caía uno al lado del otro, con gritos, con sangre, con orín, fue algo realmente dantesco; 
me dejaron ahí tirada y al rato con un látigo me volvió a pegar, me tiraron agua con sal 
y no sé cuánto tiempo después dijo llévensela, porque si no la voy a terminar matando". 
 
Pero no sólo los secuestrados fueron las víctimas, hubo mucho más. Ante estos 
estrados desfilaron padres y familiares narrando las gestiones infructuosas que 
realizaban a partir del secuestro. Por lo general, todo comenzaba en una comisaría 
donde, por las órdenes de los acusados, se negaban a recibir las denuncias. 
 
Esta era sólo la primera estación de un calvario que luego se completaba con 
infructuosas visitas a unidades militares, a las iglesias, a embajadas o a cualquier 
persona que pudiera ayudar. 

 
También concurrían periódicamente a dependencias del Ministerio del Interior donde, 
con cinismo se habilitó una oficina para la búsqueda de las personas desaparecidas. Se 
encuentran agregadas a la causa las constancias de que hubo más de 5.500 pedidos 
de paradero, donde se relataba la circunstancia de detención y en ninguno de los 
cuales se logro detectar una sola persona que estuviera secuestrada por personal de 
las Fuerzas Armadas o de Seguridad. 

 
Los hábeas corpus y las medidas judiciales que se iniciaban eran respondidos con 
informes falsos de los diferentes comandos, y la policía, donde se afirmaba que la 
persona que se buscaba no estaba detenida ni se tenían antecedentes de ella. 
 
Era un chocar permanente con puertas cerradas. 

Este es otro resultado del modus operandi implantado. Primero el secuestro y las 
tremendas consecuencias sobre la víctima que ya hemos relatado; segundo, la mentira 
el gobierno rehúsa reconocer toda detención o arresto y niega la necesidad de proceder 
a una investigación. Eso hace que todos los recursos legales, en vista de la protección 
de los individuos, resulten vanos e inútiles. 

El caso de Inés Ollero es un claro ejemplo de cuanto vengo afirmando. Fue secuestrada 
mientras viajaba en un colectivo, llevada a una comisaría y de allí, retirada por personal 
de la Armada Argentina. 
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A César Ollero, padre de Inés, en la comisaría le negaron todo, pero él comenzó a 
investigar por su cuenta y aquí contó: "Todos los días tenía un hora que para mí era 
sagrada, la hora en que el colectivo 187 paraba en Albarellos y Constituyentes para 
recibir el turno de la Grafa de las diez de la noche, es decir el colectivo en el que había 
subido toda la gente cuando ocurrió el hecho de mi hija, entonces yo con mi coche 
seguía al colectivo hasta que bajaba el primer pasajero", y así, sucesivamente, durante 
varias noches, este hombre fue tratando de identificar a los posibles testigos. 
 
Además de ello, César Ollero atravesó las guardias para entrevistarse con el almirante 
Chamorro, arriesgó su vida concurriendo a una entrevista en la Escuela de Mecánica de 
la Armada a la una de la mañana; inició recursos de hábeas corpus, provocó un 
conflicto de poderes, pues la Armada se negaba a responder los requerimientos 
judiciales alegando que los operativos eran secretos, y a pesar de todas estas 
gestiones solo aquí llego a saber, a través del reconocimiento de una foto por Lila 
Pastoriza que, como sospechaba, su hija estuvo detenida en la Escuela de Mecánica 
de la Armada en el año l977... 

 
En las ordenanzas militares especiales al Ejército de Cuyo, que promulgó en el año 
1816, dijo el general José de San Martín: "La Patria no hace al soldado para que la 
deshonre con sus crímenes, ni le da las armas para que cometa la bajeza de abusar de 
estas ventajas ofendiendo a los ciudadanos con cuyo sacrificio se sostiene; la tropa 
debe ser tanto más virtuosa y honesta cuando es creada para conservar el orden de los 
pueblos, afianzar el poder de las leyes y dar fuerza al gobierno para ejecutarlas y hacer 
respetar a los malvados que serían más insolentes con el mal ejemplo de los 
militares..." 

 
Por ello los aquí acusados son responsables tanto de la situación de aquellos oficiales 
que habían hecho cosas tan terribles que no podrán besar a sus propios hijos, como de 
la ebriedad de poder del coronel que se titulaba "amo de la vida y de la muerte"... 

Pero hay algo pero aún: no sólo ordenaron realizar acciones indignas de las Fuerzas 
Armadas, sino que cuando debieron afrontar la responsabilidad por el mando, negaron 
sus órdenes, negaron conocimiento de lo actuado por sus subordinados; negaron 
conocimiento de lo secuestros, las torturas y las muertes... 

Sin embargo, existían grupos organizados que cumplían un horario especial, cuya tarea 
era interrogar y torturar, y la realizaban en unidades militares o dependientes  de las 
Fuerzas Armadas. 

Estas actividades, que se produjeron a lo largo y a lo ancho del país, no pueden ser el 
fruto de la actividad de pequeños grupos aislados de oficiales. 

No se puede concebir que en un ejército exista un grado de insubordinación tal que 
permita que oficiales inferiores realicen a lo largo y a lo ancho del pais, durante varios 
años, acciones contrarias a las que ordenan sus comandantes. 

 xxv



Es por eso, señores jueces, que con la referencia a excesos, los comandantes quieren 
atribuir a sus subordinados la responsabilidad que les corresponde. 

Las huecas referencias del general Videla afirmando que se hace responsable de todo 
pero que los hechos no sucedieron, exponen un pensamiento primario que, dando un 
valor mágico a las palabras, pretende con ellas que desaparezca la realidad que se 
quiere negar. 

Pero no es Videla el único de los comandantes que pretende eludir la realidad con el 
carácter mágico de las palabras. 

La misma calidad personal que permitió al almirante Massera pronunciar su discurso 
condenando la muerte en el mismo lugar donde decenas de personas eran asesinadas 
por sus ordenes, lo lleva hoy a afirmar que él asume su responsabilidad sin diluírla 
hacia abajo pero que, a la vez, sólo tuvo noticias, y por los familiares, de tres casos de 
personas que habían desaparecido. 

Para dimensionar el valor de la palabra en un soldado, quisiera recordar aquí el último 
discurso parlamentario que pronunció Carlos Pellegrini. 

Refiriéndose a la condición del militar, afirmó: "El está armado, tiene el privilegio de 
estar armado en medio de ciudadanos desarmados. A él le damos las llaves de 
nuestras fortalezas, de nuestros arsenales; con una señal de su espada se mueven 
nuestros batallones, se abren nuestras fortalezas y toda esta actividad y todo este 
privilegio se lo damos bajo una sola y única garantía, bajo la garantía de su honor y de 
su palabra". 

Agregó también que por eso "la palabra de un soldado tiene algo de sagrado; faltar a 
ella es algo más que un perjurio". 

Si los hechos revelan que estas ideas no son compartidas por alguno de los acusados, 
en la audiencia, en cambio, hemos visto cómo estos conceptos están internalizados en 
otros militares. 

Buscando a su hija, el capitán de navío Quinteiro acudió a la Escuela Mecánica de la 
Armada y a Campo de Mayo y también se entrevistó con diferentes oficiales superiores. 
 
El Capitán Quinteiro narró aquí su dolor por la negativa del general Riveros a recibirlo, y 
expresó que se sintió muy triste e indignado cuando se enteró de que el general 
Elizondo, responsable de la oficina donde trabajaba su hija, le había mentido al decirle 
que no la secuestraron en ese lugar. 

Seis veces se entrevistó el capitán Quinteiro con quien llamó su comandante en jefe. En 
su primera entrevista Massera le negó el permiso para iniciar un hábeas corpus 
diciéndole que se iba a ocupar personalmente del asunto; en otro, le informó que nada 
había podido averiguar. En la sexta reunión, cuando ya estaba seguro de que las 
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Fuerzas Armadas eran las responsables, le dijo: "Señor almirante, a usted le están 
mintiendo, muchos de los oficiales lo están engañando y le están mintiendo". Para el 
capitán Quinteiro ya era mucho que un general le mintiera y que otro se negara a 
recibirlo; necesitaba creer en su comandante. 

Los acusados también deben otra explicación a su tropa y a la comunidad toda: porqué 
razón dejaron en libertad y no procesaron a las personas que ellos consideraban jefes 
de organizaciones subversivas y a las que atribuían actos de violencia? 
 
En el oficio firmado por el jefe del Destacamento de Inteligencia 141 y avalado por el 
general Ríos Ereñú, en su carácter de comandante del III Cuerpo, se informa al doctor 
Becerra Ferrer, juez federal de Córdoba que, según datos obrantes en esas 
dependencias, Gustavo Contepomi era jefe de una columna de Montoneros en esa 
provincia y había participado en varios homicidios de integrantes de la policía; se 
agrega que, según antecedentes obrantes en ese destacamento de inteligencia, estuvo 
detenido desde el año 1976 hasta 1977 en "La Perla" y que luego se lo tuvo controlado 
hasta 1979, fecha en que se lo dejó en libertad, ignorándose por orden de qué 
autoridad. 
 
El almirante Chamorro en sus declaraciones ante el Consejo Supremo, afirma también 
que en la Escuela de Mecánica había un grupo de personas que eran dirigentes de 
organizaciones subversivas que luego fueron liberadas con pasaje pago hacia el 
exterior... 
 
La mentira y el engaño con que los acusados despreciaron a la comunidad, se vuelven 
ahora como un bumerán contra ellos, pero ademas se extiende a sus subordinados 
tendiendo un manto de sospechas sobre ellos. 

Por eso debe individualizarse y castigar a los responsables de las infamias cometidas, 
para que no se equipare a quienes torturaron y robaron en beneficio propio, con los 
honestos. 
 
Lo exige el prestigio de las Fuerzas Armadas argentinas y el de los oficiales que las 
integran. 
 
La combinación de clandestinidad y de mentira produjo efectos que trastornaron a la 
sociedad argentina... 

Sin embargo, aquí se ha acreditado que fueron secuestradas criaturas de meses, 
jóvenes de 14 años, una anciana de 77, mujeres embarazadas, obreros e industriales, 
campesinos y banqueros, familias enteras, vecinos de sospechosos, funcionarios del 
Proceso de Reorganización Nacional y funcionarios del actual gobierno, ex ministros del 
gobierno peronista, integrantes del Partido Comunista y un actual candidato a diputado 
de la Unión del Centro Democrático. 
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También un embajador del gobierno militar, funcionarios judiciales, oficiales de la 
Marina, cualquiera podía ser devorado por el sistema. La afirmación de que sólo los que 
infringían la ley iban a ser sancionados encubría la realidad. 

En la Argentina, todos estábamos en libertad condicional... 

Enseñar a leer, dar catequesis, pedir la instauración del boleto escolar o atender un 
dispensario, podían ser acciones peligrosas. Todo acto de solidaridad era sospechado 
de subversivo. 

La señora Salas de Cavaglia siente sobre su conciencia la desaparición de su 
consuegra, Luisa Martínez de González. 

El reproche que aún hoy se formula es haber ayudado a su consuegra a informar a los 
padres de una secuestrada, que su hija, que estaba desaparecida, había dado a luz y 
estaba internada en el Hospital de Quilmes. 

Por el contrario, hubo quienes ingenuamente creían estar exentos de toda persecución; 
pero un día descubrieron que también ellos podían ser encapuchados y torturados. 
 
Alcides Chiessa contó en esta sala: "Fui secuestrado por una patota integrada por 
personal de la Brigada de Investigaciones de Quilmes, el mismo personal a los que los 
idiotas útiles como yo, que formábamos las comisiones cooperadoras, les 
entregábamos sobres con dinero al margen de su sueldo para la lucha antisubversiva". 
 
Y si mediante las patotas, los acusados pusieron una capucha a cada una de las 
victimas de los secuestros, mediante la campaña de acción psicológica le colocaron 
una gran capucha a toda la sociedad. 

Organizaron campañas publicitarias masivas, amordazaron a la prensa nacional que no 
podría publicar noticias sobre el tema de los desaparecidos y como no pudieron evitar 
que la verdad atravesara las fronteras y repercutiera en el exterior, afirmaron que las 
denuncias internacionales eran fruto de una campaña antiargentina organizada por 
elementos subversivos. 

Como reconoció el ex embajador Anchorena: esa campaña consistía en denunciar que 
la Junta Militar era responsable de un sistema por el cual se secuestraba, torturaba y 
mataba. 

Entre las organizaciones subversivas que hacían las denuncias encontramos al 
gobierno de los Estados Unidos de Norteamérica; el de Francia, el de Italia, el de 
España, el de Suecia, el de Alemania.  Una organización de la seriedad de Amnesty 
International fue señalada por el gobierno militar como la central de esta campaña 
antiargentina. Los dos subversivos enviados a inspeccionar Argentina por esta 
maquiavélica organización de Amnesty fueron el sacerdote católico Robert Driman, que 
era en esa época representante por el estado de Massachussets en el Congreso de los 
Estados Unidos y lord Averbury, de la Cámara de los Lores de Inglaterra. 
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Y con toda esta mentira sobre la campaña antiargentina, no sólo negaban los hechos, 
sino que convertían al que reclamaba o se hacia eco de las denuncias en un 
subversivo. 

Y la sociedad argentina, que durante años soportó las reivindicaciones de valores de 
muerte como supuestos medios para obtener mejoras sociales, tuvo que soportar luego 
otra acción psicológica destinada a politizar los secuestros y la muerte en aras de 
supuestos valores occidentales y cristianos. 

Con dos sofismas se pretendía justificar la represión clandestina  El primero dice: todos 
los detenidos son subversivos. 

No es que se podía detener subversivos, sino que todos los que ellos detenían eran 
subversivos, la detención convertía a una persona en subversivo. 
 
Concebido esto, el segundo paso de este método perverso fue considerar que un 
subversivo es una especie de subhumano, de sanguijuela a quien se le puede torturar, 
matar. 

Como se dijo haciendo referencia al régimen nazi, una vez que se convence a la 
sociedad de que una minoría o un grupo puede equipararse a una sabandija el paso 
que hay que dar para llegar al propósito de exterminarla no es ya demasiado grande... 
 
Con relación a la responsabilidad que atribuyo al general Videla, no hace falta 
extenderme para fundamentar la severidad de la sanción a requerir. Su rol protagónico 
en la instauración y mantenimiento del aparato delictivo que estamos denunciando 
resulta innegable. Era el comandante en jefe del Ejército, que tenia la responsabilidad 
primaria en la lucha contra la subversión, y uno de los artífices principales de la 
metodología represiva que aquí enjuiciamos. 

Respecto del almirante Massera, opinamos que se encuentra en la misma situación que 
el general Videla. Pesa sobre él, además, la sombra trágica de la Escuela de Mecánica 
de la Armada, uno de los más horrendos centros clandestinos de cautiverio y exterminio 
que hubo en el país. Debe computarse, además, como agravante, a su respecto, el 
aprovechamiento en beneficio propio de la estructura militar que se encontraba bajo su 
conducción. 
 
Una aproximación superficial a este proceso quizá pudiera colegir que el brigadier 
Agosti ha tenido un grado de responsabilidad menor al de aquellos con quienes 
compartió la primera Junta Militar. Empero, son tan atroces los hechos por los que 
indudablemente resulta responsable, y respecto de cuya comisión detentaba un tercio 
del poder, que no puedo menos que equipararlo con aquellos. 

Respecto del general Viola, y el almirante Lambruschini, creo que están en idéntica 
situación, aunque no dejo de computar un notable descenso en la cantidad de los más 
graves delitos imputados, durante el periodo de sus respectivas comandancias en jefe. 
Ello justifica, a nuestro juicio, una ligera atenuación en la sanción a requerir. 
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También el brigadier Graffigna y el general Galtieri deben ponerse en un pie de 
igualdad. Computo en su favor el no haberles imputado ningún homicidio, al menos en 
tanto y en cuanto integrantes de la Junta Militar, aunque el sistema de secuestros, y 
desapariciones forzadas, perduró durante sus gestiones. 

El almirante Anaya debe responder por numerosos delitos pero uno solo de extrema 
gravedad, cual es el de reducción a servidumbre; con el agravante de que fue cometido 
en la Escuela de Mecánica de la Armada, instituto que dependía directamente de su 
comandancia. 

Por último y respecto del brigadier Lami Dozo, su situación es sensiblemente menos 
comprometida que la de sus coprocesados, en cuanto el número de delitos que le 
imputamos es el menor de todas las imputaciones que formulo. Ello justifica también el 
requerimiento de una pena menor, aun cuando no lo exima de su pertenencia 
protagónica al aparato estatal terrorista. 

Este proceso ha significado, para quienes hemos tenido el doloroso privilegio de 
conocerlo íntimamente, una suerte de descenso a zonas tenebrosas del alma humana, 
donde la miseria, la abyección y el horror registran profundidades difíciles de imaginar 
antes y de comprender después. 

Dante Alighieri --en "La Divina Comedia"-- reservaba el séptimo círculo del infierno para 
los violentos: para todos aquellos que hicieran un daño a los demás mediante la fuerza. 
Y dentro de ese mismo recinto, sumergía en un río de sangre hirviente y nauseabunda 
a cierto género de condenados, así descriptos por el poeta: "Estos son los tiranos que 
vivieron de sangre y de rapiña. Aquí se lloran sus despiadadas faltas". 

Yo no vengo ahora a propiciar tan tremenda condena para los procesados, si bien no 
puedo descartar que otro tribunal, de aún más elevada jerarquía que el presente, se 
haga oportunamente cargo de ello. 

Me limitaré pues a fundamentar brevemente la humana conveniencia y necesidad del 
castigo. Sigo a Oliva Wondell Holmes, cuando afirma: "La ley amenaza con ciertos 
males si uno hace ciertas cosas. Si uno persiste en hacerlas, la ley debe infligir estos 
males con el objeto de que sus amenazas continúen siendo creídas". 

El castigo —que según ciertas interpretaciones no es mas que venganza 
institucionaliza— se opone, de esta manera, a la venganza incontrolada. Si esta 
posición nos vale sea tenidos como pertinaces retribucionistas, asumiremos el riesgo de 
la seguridad de que no estamos solos en la búsqueda de la deseada ecuanimidad. Aun 
los juristas que más escépticos se muestran respecto de la justificación de la pena, 
pese a relativizar la finalidad retributiva, terminan por rendirse ante la realidad. 

Podemos afirmar entonces con Gunther Stratenwerth que aun cuando la función 
retributiva de la pena resulte dudosa, tácticamente no es sino una realidad: "La 
necesidad de retribución, en el caso de delitos conmovedores de la opinión pública, no 
podrá eliminarse sin más. Si estas necesidades no son satisfechas, es decir, si fracasa 
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aunque sólo sea supuestamente la administración de la justicia penal, estaremos 
siempre ante la amenaza de la recaída en el derecho de propia mano o en la justicia de 
Lynch". 

Por todo ello, señor presidente, este juicio y esta condena son importantes y necesarios 
para la Nación argentina, que ha sido ofendida por crímenes atroces. Su propia 
atrocidad toma monstruosa la mera hipótesis de la impunidad Salvo que la conciencia 
moral de los argentinos haya descendido a niveles tribales, nadie puede admitir que el 
secuestro, la tortura o el asesinato constituyan "hechos políticos" o "contingencias del 
combate". Ahora que el pueblo argentino ha recuperado el gobierno y control de sus 
instituciones, yo asumo la responsabilidad de declarar en su nombre que el sadismo no 
es una ideología política ni una estrategia bélica, sino una perversión moral. A partir de 
este juicio y esta condena, el pueblo argentino recuperará su autoestima, su fe en los 
valores sobre la base de los cuales se constituyó la Nación y su imagen internacional 
severamente dañada por los crímenes de la represión ilegal... 

Los argentinos hemos tratado de obtener la paz fundándola en el olvido, y fracasamos: 
ya hemos hablado de pasadas y frustradas amnistías. 

Hemos tratado de buscar la paz por la vía de la violencia y el exterminio del adversario, 
y fracasamos: me remito al periodo que acabamos de describir. 
 
A partir de este juicio y de la condena que propugno, nos cabe la responsabilidad de 
fundar una paz basada no en el olvido sino en la memoria; no en la violencia sino en la 
justicia. 

Esta es nuestra oportunidad: quizá sea la última. 

Por estas consideraciones, acuso a los aquí procesados por los delitos que han sido 
objeto de calificación, y solicito que al fallar, en definitiva, se los condene a las 
siguientes penas: 

1. JORGE RAFAEL VIDELA: RECLUSIÓN PERPETUA, CON MAS LA 
ACCESORIA DEL ART. 52 DEL CÓDIGO PENAL. 

2. EMILIO EDUARDO MASSERA: RECLUSIÓN PERPETUA, CON MAS LA 
ACCESORIA DEL ART. 52 C.P.  

3. ORLANDO RAMÓN AGOSTI: RECLUSIÓN PERPETUA, CON MAS LA 
ACCESORIA DEL ART. 52 C.P.  

4. ROBERTO EDUARDO VIOLA: RECLUSIÓN PERPETUA.  
5. ARMANDO LAMBRUSCHINI: RECLUSIÓN PERPETUA.  
6. LEOPOLDO FORTUNATO GALTERI: 15 AÑOS DE PRISIÓN 
7. OMAR RUBENS GRAFFIGNA: 15 AÑOS DE PRISIÓN.  
8. JORGE ISAAC ANAYA: 12 AÑOS DE PRISIÓN.  
9. BASILIO LAMI DOZO: 10 AÑOS DE PRISIÓN. PARA TODOS, CON 

ACCESORIAS LEGALES Y COSTAS... 
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Sin embargo, como la orden de aniquilar ha sido alegada reiteradamente en el proceso 
quisiéramos referirnos brevemente a ella... 

Compareció como testigo la persona que firmó el decreto que ordenó la actuación de 
las Fuerzas Armadas en lodo el ámbito del país hasta aniquilar el accionar subversivo. 
 
Por ello resulta interesante la interpretación auténtica que el Dr. Luder expuso. 
 
Afirmó quien ejerció la presidencia de la Nación que lo único que hacen los decretos es 
incorporar a la lucha contra la subversión a las Fuerzas Armadas y que toda la 
estructura jurídica se mantenía. 

Preciso que aniquilar el accionar de la subversión quiere decir inutilizar la capacidad de 
combate del grupo subversivo, pero de ninguna manera significa aniquilamiento físico ni 
violación de la estructura legal del país. 

Esta interpretación fue corroborada por los diferentes integrantes del gabinete de aquel 
gobierno, citados por la defensa para esclarecer el punto. 

Así el Dr. Cafiero dijo que la interpretación ajustada a este término significaba dejar 
inerme abatir el accionar de la subversión, por supuesto, en el marco legal y 
constitucional que el gobierno tenía como objetivo y como meta. 
 
Ninguno de los oficiales superiores citados a declarar entendió que la orden de aniquilar 
autorizaba a secuestrar, torturar y matar. 

Así el Alte. Vañek, el vicealmirante Santamaría y el contraalmirante Manuel García 
coincidieron en que la orden de aniquilar el accionar subversivo no autorizaba torturar a 
los detenidos para obtener información ni para eliminarlo físicamente. Más clara aún fue 
la respuesta del vicealmirante Fracassi quien señaló que el concepto del término 
aniquilar cuando uno recibe la misión es terminar con la voluntad del enemigo de seguir 
combatiendo y si el enemigo está prisionero, es prisionero, ya terminó con su misión de 
combate, se acabo. Todas estas consideraciones resultarían superfluas pues el mismo 
teniente general Videla, ante el Consejo Supremo declaró que aniquilar significa 
literalmente destruir con sentido orgánico al enemigo y derrotarlo. Agregó que no creía 
entender que eso fuera una incitación a matar. 
 
El almirante Massera también afirmó que este concepto significa quitar el poder de 
acción del enemigo, y que ello se puede lograr por medio de acción de combate o 
moralmente, como puede ser robándole los víveres. 
 
Creo que estas declaraciones a las que se les pueden sumar muchas otras resultan 
suficientes para descartar la idea de que el decreto incluyera la orden de realizar 
secuestros, torturar prisioneros y matarlos sin ninguna forma de proceso. 
 
En realidad, la excusa que estoy analizando, sólo se utilizó una vez más para confundir 
a la población, pretextando que la responsabilidad de la represión realizada era el 
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gobierno democrático —un argumento que no es racional pero que emotivamente 
puede ser convincente—.  Así, el Gral. Videla declaró ante el Consejo Supremo que fue 
la Nación Argentina la que dispuso a través del gobierno la intervención del brazo 
armado de la Nación y de allí concluye que la sociedad argentina dio su consenso a las 
medidas que se tomaron para su propia defensa. 

Sobre estas dos falacias los acusados pretenden convertir a la sociedad argentina de 
víctima en cómplice. 

Como acabamos de demostrar, el Gobierno anterior no ordenó la represión ilegal y la 
sociedad nunca pudo aprobar lo realizado porque nunca se le explicó lo que realmente 
se hizo. La sociedad argentina siempre fue engañada. Hasta el día de hoy la intentan 
engañar negando los hechos que ocurrieron. Si la sociedad no sabía, mal puede 
otorgar la aprobación a lo realizado... 

Particularmente deleznable resulta el argumento de la "guerra sucia", esgrimido hasta el 
cansancio como causa de justificación. 

Se nos dice así que esto fue una guerra —a la que para cohonestar los inhumanos 
procedimientos utilizados en su desarrollo se califica como no convencional— y que en 
todas las guerras se producen episodios crueles, que aunque no queridos son su 
consecuencia necesaria. 
 
En primer lugar, creo necesario dejar claramente establecido que aquí no hubo tal 
guerra. Tengo muy buenas razones en abono de esta afirmación, y daré sólo unas 
pocas. 
 
Ninguno de los documentos liminares del proceso habla de guerra, y ello resulta por 
demás significativo. Porque resulta obvio, señores jueces, que si los tres responsables 
militares del alzamiento del 24 de marzo de 1976 hubiesen creído que estaban 
emprendiendo una guerra, cualesquiera fuesen los calificativos que les mereciera, no 
hubieran omitido esa circunstancia en la proclama revolucionaria. 
 
El gobierno argentino asumió ante los foros internaciones una cambiante actitud que se 
puede resumir de la siguiente manera: 

 
Primero, mientras se llevaba a cabo el proceso represivo más violento, negar la 
existencia de los hechos que internacionalmente se denunciaban. En una segunda 
etapa--que va aproximadamente de 1978 a 1981--relativiz6 la gravedad de los hechos y 
puso el acento en que la Argentina era víctima de una campaña internacional 
orquestada por la subversión desde el exterior. Finalmente, recién en 1981, en 
momentos en que la represión había disminuido cuantitativamente, el gobierno 
argentino comenzó a hablar en los foros internacionales de que había habido una 
"guerra no declarada"... En este contexto, cabe recordar que recién el 17 de setiembre 
de 1981, el entonces embajador ante los Organismos Internacionales en Ginebra, 
Gabriel Martínez, declaró ante el Grupo de Trabajo sobre desapariciones forzadas o 

 xxxiii



involuntarias de personas que "los años 1976 a 1978 habían constituido un periodo muy 
particular de guerra no declarada". Es evidente la reticencia e incredulidad que este tipo 
de afirmaciones provocaron en la comunidad internacional. 

Pero además, qué clase de guerra es ésta en la que no aparecen documentadas las 
distintas operaciones? Que carece de partes de batalla de lista de bajas propias y 
enemigas; de nominas de heridos; que no hay prisioneros como consecuencia de 
ningún combate, y en la que se ignoran las unidades que tomaron parte... Qué clase de 
guerra es ésta en donde los enfrentamientos resultan simulados, y en la que en todos 
los combates las bajas sólo hallaron en su camino a los enemigos de las fuerzas 
legales, que no tuvieron una sola baja. Porque resulta extraño, señores jueces, que una 
banda de subversivos militarmente organizados, que contaba con armas modernas, no 
cause a las tropas represoras ni siquiera un herido, mientras todos sus integrantes 
mueren. Las únicas muertes que pueden contabilizarse en las fuerzas del orden en su 
gran mayoría, fueron consecuencia de los atentados criminales a que me he referido al 
comienzo, y en los intentos de copamientos de unidades también ya reseñadas. Pero 
estos últimos fueron combates leales.  

¿Se puede considerar acción de guerra el secuestro en horas de la madrugada, por 
bandas anónimas, de ciudadanos inermes? 

Y aun suponiendo que algunos o gran parte de los así capturados fuesen reales 
enemigos, ¿es una acción de guerra torturarlos y matarlos cuando no podían oponer 
resistencia?... 
 
¿Es una acción de guerra ocupar las casas y mantener a los parientes de los buscados 
como rehenes? ¿Son objetivos militares los niños recién nacidos? 
 
¿Se puede equiparar el saqueo del ajuar de una casa con la incautación del parque de 
artillería enemigo? "Me robaron todo, desde el calzón de mi señora hasta el magiclik de 
la cocina", relato el testigo Hugo Pascual Luciani. 

¿Son éstas las consecuencias desagradables no queridas de toda guerra? 
 
¿Pueden hechos de esta naturaleza compararse con los efectos de un bombardeo 
aéreo a objetivos militares, que necesariamente causan muertes de inocentes? 
 
No señores jueces, ésos no fueron episodios no queridos pero inevitables. Fueron actos 
criminales comunes, que nada tienen que ver con la guerra. Pero aceptemos ahora, por 
vía de hipótesis, la teoría de la guerra, tan cara a los acusados, y comprobaremos que 
sus situaciones, lejos de mejorar, se ven moralmente tanto o más comprometidas. 
 
Porque, señores jueces, tal como es aceptado sin reservas por el orden jurídico 
internacional, cierta clase de hechos, por su profunda inmoralidad y fundamentalmente 
porque exceden las necesidades del combate, para convertirse en crímenes de lesa 
humanidad, no son permitidos ni siquiera en la guerra. 
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De acuerdo con estos principios, nuestro país ratificó los cuatro convenios de Ginebra 
de 1949, que establecen mínimas reglas humanitarias para el trato y la protección de 
civiles y combatientes en caso de conflicto armado. 

Estos cuatro convenios tienen un articulo tercero que es común, aplicable a los 
conflictos armados internos, por el que las partes se obligan a: 

Tratar con humanidad, sin distinción alguna de carácter desfavorable, basada en la 
raza, color, religión o creencias, sexo, nacimiento o fortuna, o cualquier otro criterio 
análogo, a las personas que no participen directamente en las hostilidades, inclusive a 
los miembros de las Fuerzas Armadas que hayan depuesto las armas y las personas 
que hayan quedado fuera de combate por enfermedad, herida, detención o cualquier 
otra causa. Expresamente quedan prohibidos: Los atentados a la vida y la integridad 
corporal, especialmente el homicidio en todas sus formas, las mutilaciones y los tratos 
crueles, torturas y suplicios, la toma de rehenes, los atentados a la dignidad personal; 
especialmente los tratos humillantes y degradantes, las condenas dictadas y las 
ejecuciones efectuadas sin juicio previo emitido por un tribunal regularmente constituido 
y provisto de las garantías judiciales reconocidas como indispensables por los pueblos 
civilizados. La falta de observancia de estos principios constituye infracción grave a los 
convenios y, como tal, según la doctrina internacional, crimen de guerra.  
 
Por otra parte, los calificativos de "sucia" y "no convencional" carecen de entidad 
jurídica y son, por lo tanto, irrelevantes a la luz del derecho aplicable. Lo contrario 
llevaría a aceptar que un neologismo no fundado en norma jurídica alguna, puede 
alterar el derecho positivo conforme los intereses de quienes lo invocan. 
 
La guerra es algo ya de por sí lo suficientemente horroroso como para admitir el 
calificativo de sucia por añadidura. Esto es un eufemismo para tratar de encubrir 
actividades propias de pandilleros antes que de soldados... 
 
Se llega así, señores jueces, a la formulación de una alternativa de hierro: O no hubo 
guerra y estamos frente a una manifestación de delincuencia común, o la hubo, y 
entonces enfrentamos a criminales de guerra. 

Me voy a referir a la necesidad que había en la Argentina y de cometer los delitos que 
aquí fuimos viendo que se cometieron. Es evidente que hay delitos que no guardan 
ninguna razonabilidad, ni ninguna conexión posible con el fenómeno guerrillero. Qué 
necesidad había de robar, no se adviene; esto pudo ser una razón de conveniencia, de 
motivar a los integrantes de las patotas. Pero no se adviene ninguna necesidad. La 
misma represión clandestina se habría podido realizar cumpliendo, respetando, por lo 
menos, el derecho de propiedad. Tampoco se adviene la necesidad que tenían de 
asesinar, si tenían en su poder todos los elementos para hacer consejos de guerra y 
fusilar a quienes hayan cometidos delitos. Quizás exista un punto que merezca un 
análisis un poco mayor, y es el referido a la tortura. 

El general Harguindeguy expuso a monseñor Hesayne la idea que los máximos 
responsables de la represión ilegal no se atrevieron a plantear ante Vuestra Excelencia: 
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la justificación de la tontura. Harguindeguy y otros oficiales superiores exponían a 
monseñor Hesayne el siguiente caso: un hombre puso una bomba en un edificio, esa 
bomba va a explotar en 10 ó 20 minutos y puede matar a las 200 personas que allí 
viven. Le preguntaban si no era lícito torturar a ese hombre para obtener la información 
que salvaría tantas vidas. El obispo católico les respondió: "No señor general, el fin no 
justifica los medios", y si bien comparto plenamente la respuesta del obispo, voy a 
desarrollar el problema desde la perspectiva jurídica. El autor del particular caso de 
tormentos que propuso el general Harguindeguy podría intentar justificarse en un 
proceso penal, afirmando que torturó para evitar un mal mayor, la muerte de 200 
personas, para que el juez lo absolviera. El autor de tormentos debería demostrar que 
concurren todos los requisitos elegidos para el estado de necesidad. Por el artículo 34 
del Código Penal deberá acreditar, en consecuencia, que el mal era inminente, es decir, 
que la bomba realmente iba a explotar en 10 ó 20 minutos, pero, además, deberá 
demostrar que la tortura era la única forma de evitar la muerte de las 200 personas; es 
decir, que no había posibilidad de desalojar el edificio y que su tamaño y la cantidad de 
personas que podían participar en la búsqueda impedían encontrar 1a bomba en ese 
corto tiempo. Sólo después de ello debería también demostrar que se pueden salvar 
vidas humanas perjudicando la integridad física de una persona. Sea cual fuere la 
respuesta a este interrogante, aun cuando se aceptara que en esas circunstancias la 
tortura se justifica, ese hipotético caso no constituiría un precedente a tomar en cuenta 
en esta causa. 

En ninguno de los casos por los que estamos acusando se ha podido acreditar que 
concurran las excepcionales circunstancias del caso propuesto por Harguindeguy. Pero 
si en la causa no se acreditó que fuera necesario torturar en algún caso individual, 
menos aún se pudo acreditar la necesidad de implantar la tortura como método de 
investigación. Lo triste del caso es que esta era la intención del general Harguindeguy: 
justificar la tortura como método de investigación, justificar la idea de que era necesario 
detener gente y torturarla para ver si sabía algo. Retomando el caso propuesto, y si no 
se hubiera logrado individualizar al que colocó la bomba, tendríamos que llegar a la 
conclusión de que podría torturarse a los habitantes del edificio, pues serían 
sospechosos de haber puesto la bomba. De esta forma, los del 3 H, los del 4 D, pasan 
de su estado de posibles victimas de la bomba al de posibles víctimas de la tortura. De 
esa misma forma, los ciudadanos argentinos pasaron de ser un posible blanco de la 
guerrilla a convertirse en un posible blanco de un sistema de investigación que 
comenzaba con la tortura y terminaba con la muerte. 

Quizá se afirme que pretendo minimizar la cuestión. Que la guerrilla constituía una 
amenaza para la existencia misma de la Nación. El general Videla es quien, en su 
declaración ante el Consejo Supremo, plantea la cuestión en esos términos. Señala que 
no es un problema entre dos terrorismos, uno subversivo y otro de Estado, sino que el 
accionar subversivo tiene como objeto la agresión a la Nación Argentina. Añade que el 
terrorismo subversivo tenía como objetivo la destrucción de la identidad de la Nación, y, 
en cambio, el accionar de las Fuerzas Armadas se dirigió a preservar la existencia de la 
Nación. En sustancia, estas explicaciones se reducen a invocar la razón de Estado, que 
exige la destrucción por cualquier medio de quienes cometen ciertos delitos, de los 
sospechosos y también de los simples enemigos políticos (...) Señores jueces: los 

 xxxvi



padres de nuestra Patria, en la época en que realmente estaba en juego nuestro 
destino como Nación, nunca aceptaron utilizar métodos ilegales o clandestinos. Los 
primeros gobiernos patrios en 1811 y 1813, distaron normas que resaltaban el valor y la 
dignidad del individuo. Por cierto que en aquellas tumultuosas épocas hubo que adoptar 
medidas extremas. Repárese que la Junta de Gobierno de aquellas épocas tuvo que 
resolver como uno de sus primeros actos el fusilamiento de los máximos héroes de la 
resistencia a las invasiones inglesas, Santiago de Liniers y Martín de Alzaga. 
 
La Junta, que sólo se estaba consolidando, tuvo que tomar así una decisión que podía 
acarrearle una gran oposición. Sin embargo, a nadie se le ocurrió que Liniers se fugaba 
o que había sido matado por un grupo de forajidos. La Junta asumió la responsabilidad 
y los hizo fusilar. Los acusados no sólo facilitaron la desaparición o muerte clandestina 
de personas, como Hidalgo Solá o Elena Holmberg, que podían causarles una 
oposición interna, sino que, en lugar de condenar y fusilar como sus propias leyes lo 
establecían, a los jerarcas guerrilleros responsables de secuestros y muertes, los 
mataron clandestinamente, junto con otros miles de víctimas, cuando no los dejaron en 
libertad, con oscuros propósitos. Y este contraste que he remarcado se advierte a cada 
paso de la Historia argentina. 

En la proclama del 8 de setiembre de 1820 en el Perú, San Martín expresó: "Soldados 
del Ejército Libertador, no venís a hacer conquista, sino a libertar a los pueblos que han 
gemido. La ferocidad y la violencia son crímenes que no conocen los soldados de la 
libertad, y si contra todas mis esperanzas, algunos de los nuestros olvidasen esos 
deberes, declaro que serán inexorablemente castigados.  

Todo el que robe o tome con violencia de dos reales para arriba, será pasado por las 
armas, previo al proceso verbal que está mandado a observar en el Ejército. Todo 
exceso que ataque a la moral pública o a las costumbres del país, será castigado hasta 
con la vida. Soldados, acordaos que toda la América contempla y que sus grandes 
esperanzas penden de que acreditéis la humanidad, el coraje y el honor que os han 
distinguido siempre donde quiera que los oprimidos han implorado vuestro auxilio 
contra los opresores". 

El mundo envidiará vuestro destino si observáis la misma conducta que hasta aquí, 
pero desgraciado el que quebrante sus deberes y sirva de escándalo a sus compañeros 
de armas. Yo lo castigaré de un modo terrible"... 

Bien se ha probado en esta audiencia, y de ello nos hemos ocupado extensamente en 
pasajes anteriores de este alegato, la realización de múltiples actos ilícitos que a su vez 
encuadran en diversas figuras del Código Penal. Antes de entrar en el análisis de la 
intervención de los procesados en estos actos, conviene establecer cuál es la 
responsabilidad que cabe a los que asumen una participación, cuya particular 
característica consiste en que no se registra su presencia en el lugar y en el momento 
en que las actividades ilícitas se desarrollaron y cuya actividad radica en haber dado las 
órdenes generales a partir de las cuales el conjunto de delitos aquí presentados se 
cometió.  
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Esas ordenes a cuyo contenido más adelante me referiré, dadas desde la cabeza del 
aparato estatal, significaron las asignación de una parte importante de éste, provista de 
elementos materiales de toda clase, a la realización de una cantidad de actividades 
comprensivas de muchos y graves delitos descriptos en el Código Penal. Comportaron, 
asimismo, la prescripción a los integrantes de esa parte del aparato del Estado de 
realizar secuestros y aplicación de tormentos y homicidas, respecto de una vasta 
cantidad de personas definidas vagamente sobre la base de una categoría genérica 
como individuos subversivos, y caracterizados todos ellos solamente por su 
enfrentamiento mas o menos fuerte con el sistema de gobierno imperante en ese 
momento. 
 
Esas órdenes importaron a su vez, en razón de las particularidades de funcionamiento 
que se prescribieron para ese sector del aparato estatal --esto es la clandestinidad de 
su modo de operar y la absoluta libertad de acción para sus integrantes, a fin de que 
determinaran los objetivos dentro de ese marco vagamente descripto --la aceptación de 
que en ese ámbito operativo habrían de cometerse masivamente otro grupo de delitos, 
tales como robos, abortos, violaciones y supresión del estado civil de menores, así 
como también los mismos delitos antes señalados pero respecto de personas ajenas a 
la vaga caracterización inicial.  

La cuestión a plantear en este momento ante el Tribunal consiste, pues, en establecer 
cuál es el encuadramiento legal dentro de las formas de participación conocidas en el 
Código Penal de la conducta de los procesados respecto de los delitos a que hemos 
hecho referencia. Situaciones fácticas como las que se plantean en autos, registran 
precedentes en la historia jurisprudencias nacional e internacional.  

Quiero, entre ellos, mencionar a tres porque me parecen particularmente significativos, 
para denotar conceptualmente la caracterización jurídica de la conducta de los 
procesados. 
 
Me refiero a los casos STACHINSKIJ, EICHMANN y CALAZA. Los dos primeros, como 
es sabido, son ajenos a la jurisprudencia argentina, y el tercero pertenece a nuestros 
registros jurisprudenciales. En el primero de ellos, homicidio cometido por un integrante 
de un servicio secreto, se sentó la doctrina de que la conducta desplegada por un 
individuo que realiza totalmente los elementos del tipo penal, puede empero ser 
asignada a otro u otros individuos a título de autor, no obstante que el primero es 
considerado punible. Análoga situación se da en el segundo de ambos casos, 
homicidios múltiples, de cuya comisión resultó imputado el encargado de seleccionar a 
las victimas.  

Aquí no se trataba ya de la realización de un delito individualmente considerado, sino 
de una serie numerosa de delitos, en alguna medida similares a los que están bajo 
juzgamiento ante estos estrados. En ellos aparecía sometido a juzgamiento, no ya 
como en el caso anterior aquel que ejecutó materialmente los delitos incriminados, sino 
una persona que formaba parte de la cadena de transmisión de órdenes ilegales que 
dieron lugar finalmente a la realización de los delitos. También allí fue considerado 
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autor el sujeto enjuiciado, no obstante ser ajeno a la realización material de algún acto 
de los descriptos en el tipo delictivo.  

En el tercero de los precedentes referidos que, como dije, pertenece a la jurisprudencia 
argentina, el autor de una orden antijurídica fue sometido a juicio y condenado pese a 
que la realización directa de la totalidad de los elementos del tipo que entraba en 
consideración fue llevada a cabo por una tercera persona, la cual ni siquiera fue sujeto 
de proceso, no obstante estar individualizada y presente. La característica común, 
huelga subrayarlo, entre los tres casos citados está dada por la incriminación a título de 
autores de personas distintas a las que desplegaron la conducta contenida en el tipo 
penal pese a la plena responsabilidad en los dos primeros de quienes ejecutaron 
materialmente la conducta típica.  

En esos casos, y en el de autos, la cuestión que se encuentra planteada es la siguiente: 
¿quién es el autor de los hechos delictivos que se cometen mediante la utilización de un 
aparato organizado de poder? O bien, para circunscribir la pregunta a lo que es materia 
de decisión en estos autos, ¿puede ser considerado autor de los hechos delictivos 
cometidos en el seno de un aparato organizado de poder el que dirige esa estructura de 
poder aunque no haya participado materialmente en la ejecución de los hechos? Puesta 
aun de otra manera la pregunta: el que dirige un aparato organizado de poder, ¿domina 
los hechos delictivos? ¿Es dueño de la situación delictiva, a pesar de no intervenir 
personalmente en la realización de ésta?  

Si la respuesta a ese interrogante es, como creo, afirmativa, se podrá sostener que el 
llamado autor de escritorio domina los hechos que realiza el aparato de poder que 
dirige; esto es que sobredetermina la causalidad que conduce a todos y cada uno de 
los hechos ilícitos realizados por ese aparato de poder. Marginalmente, esa respuesta 
apareja consecuencias distintas de las que se producirían si a idéntico interrogante se 
respondiera diciendo que se trata de instigadores y no de autores.  

En efecto, la afirmación de que son autores lleva a sostener que el comienzo de 
ejecución tiene lugar en el momento en que se dan las órdenes ilegales y, 
consecuentemente, que tienen la posibilidad de desistir de los actos ilícitos 
emprendidos, dependiendo el funcionamiento de la excusa absolutoria correspondiente 
al desestimiento de la eficacia o ineficacia de éste. El uso de la expresión aparato 
organizado de poder, admitida hoy sin discrepancia en la doctrina que se ocupa del 
tema, obliga siquiera brevemente a esclarecer el alcance que se le asigna.  
 
En la conformación estructural de ese tipo de organización aparece a la cabeza un 
centro de decisión desde el cual se imparten las directivas que se traducen en la 
realización de actos ilícitos. En ese centro de decisiones está, pues, la posibilidad de 
cometer o no cometer la actividad delictiva de que se trate. Cabe señalar, además, que 
en estas organizaciones existe una estructura objetiva suficiente, que justifica el 
traslado o emisión del carácter de autor a quien da las órdenes sin restarlo del ejecutor 
inmediato de ésta. De esta manera, y vale reiterarlo, el aparato se presenta 
objetivamente como el fundamento de la extensión de la categoría de autor a quienes 
se encuentran en la cúspide de las estructura. 
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La alta autoridad competente en este tipo de organizaciones domina el hecho de modo 
tal, que tomada la decisión de que ocurra determinado episodio delictivo, éste acontece 
automáticamente. Es el dato específico que caracteriza a estos aparatos organizados 
de poder. Por otra parte, es de señalar que el encargo se cumple sin necesidad de que 
se conozca a los directos ejecutores. Esta es otra particularidad que infrecuentemente 
se presenta en las situaciones corrientes. Particularidad que conduce a afirmar otro 
dato fundamental en la identificación de esos aparatos.  

Es la "fungibilidad de los ejecutores de las órdenes". De este último elemento se deriva 
que en el supuesto de que alguien no cumpla la decisión tomada, otro se encargará de 
ejecutarla en su lugar, pues una estructura de talos características posee la capacidad 
de reemplazo necesaria para que cada pieza de la máquina sea sustituida 
inmediatamente por otra que realice la misma función, de manera que el destino final de 
la orden se cumpla inexorablemente. Delineados pues los rasgos típicos de estas 
organizaciones, corresponde analizar ahora cuáles han sido las respuestas dadas por 
la doctrina en relación con la responsabilidad de aquellos que toman las decisiones de 
esos aparatos de poder, los denominados "autores de escritorio". Dos respuestas se 
han dado en la doctrina respecto de la cuestión planteada; para una de ellas se trata de 
autores mediatos. Para la segunda se trata de coautores. 

La autoría mediata es, ni más ni menos, la sobredeterminación de la causalidad 
mediante terceros. Los casos corrientes de autoría mediata conocidos desde antiguo en 
nuestra doctrina y recibidos también en la doctrina universal antes del desarrollo de la 
cuestión puesta de manifiesto, por situaciones como la aquí enjuiciada, desarrollo que 
particularmente se registra a partir de la sentencia dictada en el caso EICHMANN en el 
año 1963 tiene como común denominador la circunstancia de que el tercero, llamado 
autor inmediato, carece del manejo propio del hecho, carece por alguna razón del 
dominio del hecho, sea que se trate de un sujeto que obra bajo el efecto de un error 
típico, sea que obre bajo coacción. Hipótesis éstas las más importantes, en todos los 
casos el autor inmediato aparece como una persona carente de algún requisito 
necesario para afirmar que es el dueño del hecho que ejecuta.  
 

Se puede decir entonces que es regla en esa constelación de casos la idea de que 
cuando el tercero tiene el manejo, el que lo determina carece de ese manejo y no 
puede ser considerado autor, sino, en todo caso, instigador. La realización de delitos 
mediante el uso de un aparato organizado de poder presentó a la consideración de la 
doctrina una circunstancia no analizada sistemáticamente antes de la aparición de esa 
forma de actividad, la cual constituye la nota distintiva de otra clase de autoría mediata. 
Se trata de situaciones en las cuales, a pesar de que el tercero tiene el manejo de la 
realización del acto típico, se puede afirmar que el mandante, el "autor de escritorio", 
también tiene ese manejo, dando lugar a la figura del "autor detrás del autor". 
 
La presencia de este dato se asienta en una de las características que antes se han 
presentado, como distintiva de los aparatos organizados de poder la fungibilidad de sus 
integrantes. La circunstancia de que cualquiera sea el integrante del aparato que realice 
la conducta ilegal ella, de todos modos, será llevada a cabo, se presenta como una 
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consecuencia inexorable de la decisión tomada por las instancias superiores, dando 
como resultado que más allá de la voluntad del que realice los actos materiales, y a 
pesar de la existencia de la voluntad de éste, existe voluntad superior que de cualquier 
manera ha de determinar la realización de la conducta ilegal con prescindencia de que 
esta voluntad exista o no. El dominio del hecho no se da aquí, a través del mero 
dominio de la voluntad del tercero, sino mediante el manejo de la estructura de poder 
donde la voluntad del tercero es intrascendente. Aquel dato definitorio, relativo a la 
fungibilidad de los integrantes del aparato de poder, determina que mediante el uso de 
éste estamos en presencia de autores mediatos que no dominan sólo la voluntad del 
instrumento, sino que también su identidad. El dominio del hecho por el "autor de 
escritorio" se expresa, por la determinación de un conjunto de voluntades y de un 
sistema, poniéndolos al servicio del autor de escritorio. 
 
En otras palabras, no se trata del dominio de la voluntad del interviniente, sino del 
dominio de cualquier voluntad interviniente, del dominio de un ejecutor sin rostro. En 
definitiva, esa fungibilidad de los personajes intervinientes torna intrascendentes las 
decisiones del ejecutor en la medida que garantiza al autor de escritorio el cumplimiento 
inexorable de la orden emitida. En este sentido, y como consecuencia de ello la 
decisión emitida desde el centro de poder, produce el aniquilamiento de la victima 
destinataria de la orden, con la misma certeza, de la misma manera inexorable que 
mediante el uso de un aparato mecánico no existiendo entre la decisión tomada desde 
el centro de poder y el aniquilamiento de la víctima ninguna voluntad humana 
susceptible de torcer la decisión adoptada, a excepción dc la propia voluntad de quien 
maneje el aparato, siempre y cuando esté en condiciones de emitir una contraorden 
eficaz.  
 
Quienes manejan el aparato son, pues, autores mediatos de los delitos cometidos por 
los integrantes de éste, sin perjuicio de ello, no quiero dejar de señalar, tal como 
adelantara, que parte de la doctrina los ha considerado, en lugar de autores mediatos, 
como coautores. Según este punto de vista, se trata de un caso de coautoría por 
distribución de funciones, en los cuales el carácter común de la decisión criminal tiene 
lugar gracias a la pertenencia a la organización. Conforme este criterio, pertenece 
también a la ejecución del delito la función de configurar el desarrollo del hecho, lo que 
se materializa mediante la puesta en marcha del aparato del poder organizado al 
servicio de la realización de determinado conjunto de actos ilícitos. La diferencia entre 
uno y otro punto de vista es poco más que semántica. Toda vez que, partiendo de uno 
u otro criterio, de todos modos se coincide en la condición de autor de aquel que toma 
las decisiones, y en que su intervención significa ya un acto de ejecución del delito. 
 
El desarrollo precedente se basa en el concepto de autoría vigente en la moderna 
teoría del delito que la identifica con la idea de dominio del hecho como dato 
característico de la noción de autor. A idénticas conclusiones se puede arribar, empero, 
a partir de la teoría formal objetiva de la autoría, recogida por la doctrina imperante en 
nuestro país hasta los años '60.  

El apego de esta doctrina a aquella teoría no la ha llevado, sin embargo, a rechazar o 
negar la categoría de autoría mediata, no obstante que es una inserción dentro de un 
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concepto de autor que se circunscribe a la realización de actos materiales típicos, no 
aparece en principio como coherente. Estos tratadistas han admitido la ampliación de la 
categoría de autores para incluir en ella a personas que no realizan actos descriptos en 
el tipo. Siempre que concurran los requisitos que la doctrina vigente hasta ese momento 
aceptaba como propios de los casos de autoría mediata. Por ese camino se llego a 
considerar autores a aquellos que se valen de un tercero inocente que obra bajo error o 
coacción y también a aquellos que para la realización de la conducta típica se apoyan 
en la actividad de la propia víctima.  

Se ha venido a admitir, por esta vía, que no contradice los principios de la teoría formal 
objetiva la admisión como autores de personas que no realicen actos que hacen parte 
de la descripción típica, entendida ésta según el uso corriente de sus expresiones. Esta 
admisión se apoya en una construcción emparentada con la teoría de los 
"complementos de acción", que en materia de tentativa permite incorporar como actos 
ejecutivos a aquellos que se realizan mediante el concurso de medios mecánicos o de 
terceros inocentes o de la propia víctima. La utilización de un aparato organizado de 
poder presenta visibles analogías estructurales con la utilización de cualquiera de los 
mecanismos antes indicados.  

En consecuencia, aun dentro del marco de la doctrina formal objetiva, si ésta se hubiere 
interrogado acerca de cómo resolver casos tales como el aquí sometido a decisión, no 
vacilaría en otorgar a esta situación el mismo tratamiento que otorgó a situaciones 
semejantes, considerándolos como casos de autoría a pesar de que no incluyan la 
realización, por parte del autor, de actos materiales descriptos por el tipo penal. En 
suma, también por la vía de la autoría formal objetiva, la autoría mediante el uso de 
aparatos organizados de poder encontraría su lugar dentro de las categorías de autoría 
que esta misma teoría admite. 

Resta incursionar siquiera brevemente sobre la cuestión relativa a la admisibilidad de la 
inserción de los autores de escritorio entre las categorías de autores que admite el 
artículo 45 del Código Penal. Los partidarios de la teoría formal objetiva han identificado 
tradicionalmente el concepto de autor con el de ejecutor, contenido en el primer periodo 
del articulo 45 del Código Penal; empero, admitieron siempre que dentro de esa 
categoría de autores, y a pesar de no poder describírselos exactamente como 
ejecutores, tenían cabida los autores mediatos. 

A partir de la admisión de que quien se vale de un aparato organizado de poder es un 
autor mediato, resulta incuestionable la inclusión, dentro de la categoría de ejecutores, 
de los autores de escritorio. Sin embargo, autores modernos han señalado que la 
categoría de autores prevista en el Código Penal no se circunscribe a la condición de 
ejecutores a que se refiere la primera parte del articulo 45 de la ley de fondo, sino que 
incluye también a algunos de los determinadores a que la misma norma se refiere.  
 
Se ha dicho así que determinar a otro a cometer delito no es solamente instigar, sino 
también comportarse respecto de ese otro como autor mediato. Y en esta concepción 
se ha sostenido, consecuentemente, que si bien los autores ejecutores están incluidos 
en aquella primera parte de la norma en cuestión, los autores mediatos no los están allí, 
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sino que su calificación legal deviene de la categoría de determinadores. Se trataría, en 
consecuencia, de autores no por ejecución, sino por determinación.   

En ese sentido se puede ver la opinión de Eugenio Raúl ZAFFARONI, largamente 
documentada en su obra "Tratado de Derecho Penal", parte general, Ediar, Buenos 
Aires, 1982, tomo IV, página 287 y siguientes. No puedo dejar de señalar, por otra 
parte, que el punto de vista referido por el autor mencionado resulta compatible con la 
interpretación histórica del Código Penal. En efecto, Rodolfo MORENO (h), cuya obra 
es un relevante antecedente en la redacción del Código Penal de 1921 y que constituye 
una preciosa fuente de interpretación de sus disposiciones, afirma textualmente: "Que 
el código antiguo admitía como todas las leyes el principio del articulo que considera 
autor del delito al que dispone su consumación sin participar en su materialidad, pero 
siendo el eje alrededor del cual se produce", y al referirse al que determina a otro 
señalaba los diferentes medios que se podían usar. 

Hablaba así de consejo, orden, comisión, promesa de recompensa, dádiva, violencia 
física irresistible o moral, inducción en error y confirmación en el mismo, y agregaba: "El 
código ha suprimido las enumeraciones que son innecesarias, desde que el concepto 
genérico es bien claro". 

El concepto de determinación como comprensivo de todas las situaciones de autoría 
mediata, y entre ellas de la que se debate en este proceso, se hallaba, entonces, en los 
precedentes históricos del Código Penal. En todo caso, establecer si la categoría de 
"determinadores" a que se refiere el artículo 45 del Código Penal incluye, además de 
los instigadores, a los autores mediatos o si, en cambio, estos deben ser considerados 
comprendidos en la primera parte de la misma disposición legal constituye una cuestión 
doctrinaria ajena al cometido de esta parte.  

Ello es así porque está fuera de discusión el punto legalmente decisivo, cual es la 
inclusión de los autores mediatos dentro del concepto de autor. Ese criterio, en el que 
existe uniformidad doctrinaria, constituye fundamento bastante de la calificación legal 
que este ministerio público propugna. Las consideraciones hasta ahora volcadas ponen 
de manifiesto que la conducta de quien se vale desde atrás de un escritorio de un 
aparato organizado de poder para la comisión de actos ilícitos es la de autor mediato de 
dichos actos. 

Quiero agregar, todavía, que el rechazo de ese punto de vista, es decir, la afirmación de 
que no se puede considerar autor mediato a quien se vale de un instrumento 
plenamente responsable, llevaría, en el marco de aparatos organizados de poder, a 
consecuencias realmente paradójicas. En efecto, dentro de ese marco, en algunas 
ocasiones es posible que los ejecutores estén cubiertos por alguna causal de 
impunidad; en otras, en cambio, serán plenamente responsables. Así las cosas, el 
rechazo de las tesis de la autoría mediata genérica, respecto de todos los hechos 
cometidos mediante un aparato organizado de poder, conduce a la paradoja de que la 
misma conducta, movida por los mismos carriles, con los mismos fines y con los 
mismos resultados, seria autoría mediata o instigación, según que el ejecutor inmediato 
resulte plenamente responsable o no.  
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Lo que, por otra parte, no se compadece con la característica ya apuntada en relación 
con la fungibilidad del autor inmediato y por ende, de su escasa relevancia dentro del 
conjunto del aparato organizado de poder. No parece razonable, pues, un criterio que 
lleve a conclusiones sustancialmente disímiles, sobre la base de una circunstancia 
contingente o irrelevante dentro del conjunto delictivo de que se trate. La afirmación de 
que las órdenes delictivas emitidas por el autor de escritorio, a través de la estructura 
de poder, no son sólo instigación, no significa, sin embargo, que esas órdenes no 
constituyan una instigación.  

Efectivamente, sin perjuicio de la concurrencia de la autoría mediata, toda vez que, por 
la vía de un aparato organizado de poder, se transmite una orden ilegal y esta es 
llevada a cabo por la persona destinada al efecto se ha creado en esa persona el dolo 
de realización de la conducta típica, situación que encuadra en la definición tradicional 
de instigación. 

 
En definitiva, la aplicación de la reglas del concurso a la situación así creada ha de 
conducir, de todos modos, a dar al autor de la orden el tratamiento de autor mediato. 
Sólo resta señalar que a la luz del articulo 514 del Código de Justicia Militar, aplicable a 
los procesados en esta causa, el tratamiento como autores de quienes imparte órdenes 
que conducen a la realización de un delito resulta inexorable. A modo de conclusión, 
sólo cabe señalar que, más allá de la regla expresa del articulo 514 del Código de 
Justicia Militar, que instituye inequívocamente en autores a quienes cometen delitos por 
medios de sus subordinados en el aparato castrense, cualquiera de las soluciones 
propuestas para la punición de quienes delinquen mediante un aparato organizado de 
poder, sea que los consideren autores mediatos --como sostiene la más importante 
corriente doctrinaria, sea que los encuadren dentro de la coautoría o de la instigación --
como también se ha sostenido--, conduce a idéntica conclusión en punto a declararlos 
comprendidos en los términos del articulo 45 del Código Penal, y con ello a la aplicación 
de la misma pena: 1a que se encuentra legalmente prevista para los autores. 
 
Señores jueces, alguna vez escribió Piero CALAMANDREI: "El saber jurídico no es 
idéntico al sentido común, pero lo incluye", Seguramente por ello, mucho antes de que 
aparecieran las modernas sistematizaciones sobre los temas que acabo de tratar, se 
registraron antecedentes jurisprudenciales que los anticipaban. Tal lo que aparece en 
las célebres causas seguidas en octubre de 1853 contra Fermín SUAREZ, y, en 
diciembre del mismo año, contra Ciriaco CUITIÑO y Leandro ALEM, donde se consagra 
la equivalencia entre lo que allí se denomina perpetradores y cómplices.  
 
De este modo CUITIÑO resulta no sólo responsable de los crímenes cometidos de 
mano propia, sino por aquellos ejecutados por subordinados del escuadrón de 
vigilantes de policía que él comandaba. Otro tanto cabe decir de un caso resuelto en el 
ano 1945 por la Cámara Federal de La Plata y publicado en "La Ley" tomo 41, 245. Se 
trataba entonces del allanamiento policial de la Universidad de La Plata, a raíz del cual 
los policías golpearon y lesionaron gravemente a varios estudiantes.  
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La Cámara encuadro como autores a los jefes del contingente policial, pues--y leo 
textualmente--"aun cuando nadie los acusa de haber ejecutado actos materiales sobre 
las víctimas, el elevado número de éstas, la larga duración del episodio, su continuidad, 
la forma en que se llevó a cabo en sus diversas fases, francamente reveladoras de un 
procedimiento dirigido obliga a pensar que los desmanes no fueron producidos 
espontáneamente por la soldadesca, sin la incitación de sus jefes allí presentes, o al 
menos sin sus anuencias, prestada en el mejor de los casos con su silencio, sin el cual 
los hechos no habrían podido cometerse, pues es obvio que hombres militarizados no 
habrían desobedecido una orden dada en contrario por sus superiores". La cita es 
textual, señores jueces, y resulta premonitoria en su similitud conceptual con la 
situación que estamos tratando.  

He preferido hacer hincapié en los antecedentes jurisprudenciales argentinos pero, 
como es obvio, ellos se registran en todas las latitudes, sobre todo a partir de la 
aceptación universal de parámetros éticos que limitaban el llamado "estado de 
necesidad militar" tanto en las hipótesis de guerra convencional como en la lucha contra 
el terrorismo. 

Conviene aquí recordar, aunque lo hizo previamente mi colega el doctor MORENO 
OCAMPO, siquiera a titulo de ejemplo, el antecedente registrado en la corte marcial del 
capitán del ejército norteamericano Ernest MEDINA, de 1971, cuando se declaro que 
"como principio general del derecho y la costumbre militar, un militar superior en 
comando es responsable y está obligado en el ejercicio de sus deberes de comandante 
a asegurarse del correcto desempeño por parte de sus subordinados, de las 
obligaciones tal como fueran asignadas por él. En otras palabras, luego de realizar una 
acción y de emitir una orden, un comandante debe permanecer alerta y hacer los 
ajustes necesarios requeridos por la situación cambiante.  
 
Además, un comandante es responsable si él tiene el conocimiento efectivo de que las 
tropas u otras personas bajo su control están cometiendo o están a punto de cometer 
un crimen y él omite injustamente tomar los pasos necesarios y razonables para 
obtener el cumplimiento del derecho de guerra"... 

Arribamos así señores jueces, a nuestras conclusiones. Antes hay algunas cuestiones 
previas. No sobreabundaremos con la descripción del sistema creado, pero el 
imperativo del articulo 361 inciso 6 del Código de Justicia Militar que me obliga a 
enumerar los casos respecto de los cuales no formularé requisitoria, ofrece la ocasión 
para revelar un cúmulo de casos que, si bien no refinen pruebas como para tenerlos por 
acreditados individualmente, unidos demuestran la eficacia que con dicho sistema 
cumplió con su función de ocultar los hechos que se perpetraban. Por estos casos que 
voy enumerar ahora, pido concretamente la absolución. 

Creo también necesario aclarar respecto del delito de encubrimiento que la no 
imputación a alguno de los integrantes de determinadas juntas se debe a que teniendo 
al máximo de pena conminada, se encontraba prescripto, teniendo en cuenta la fecha 
de asunción de la respectiva comandancia en jefe.  
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Se ha probado durante este juicio la existencia de un plan criminal que no concluyó 
cuando fueron reemplazados los procesados GALTlERI, ANAYA y LAMI DOZO. La 
crisis interna que produjo entre las autoridades del Proceso de Reorganización Nacional 
la derrota militar sufrida en las Islas Malvinas, no importó ningún cambio en las 
directivas dadas a raíz de la lucha contra la subversión.  
 
Esta fiscalía ha probado que hubo por lo menos una persona privada ilegalmente de su 
libertad y reducida a servidumbre cuando abandonaron sus cargos los procesados 
GALTERI, ANAYA y LAMI DOZO. La mera posibilidad de que Victor Melchor 
BASTERRA haya continuado en la condición descripta durante este alegato, merece 
ser investigada. Pero, ademas, este Ministerio Público ha aportado suficientes 
elementos de prueba para inferir que los encubrimientos de los delitos por los que aquí 
he acusado, siguieron cometiéndose cuando asumieron el poder los miembros de la 
última Junta Militar del Proceso de Reorganización Nacional y la Presidencia de la 
Nación el general Reynado BIGNONE.  

Entiendo que también habría que investigar si se siguieron proporcionando informes 
falsos a la Justicia. Por ello, en cumplimiento del deber que me es impuesto por la ley, 
dejo formulada la denuncia anterior, para que se investigue por donde corresponda la 
posible comisión de delitos por parte del general Cristino NICOLAIDES, el almirante 
Rubén Oscar FRANCO, el brigadier Augusto Jorge HUGHES y el general Reynaldo 
BIGNONE.  
 
Haremos ahora, de acuerdo con la concepción de autoría que hemos desabollado en la 
jornada de ayer, las imputaciones que corresponden a cada uno de los acusados; que 
en ese punto de vista consideramos a: 

Jorge Rafael VIDELA, autor de 83 homicidios calificados, articulo 80, incisos 2 y 6, Ley 
21.338, ratificada por ley 23.077; 504 privaciones ilegales de la libertad calificada, 
articulo 144 bis, inciso 1, ley 14.616, aplicada por ser la más benigna; 254 aplicaciones 
de tormentos, articulo 144, primer párrafo, ley 14.616, de aplicación por ser más 
benigna; 94 robos agravados, artículo 166, inciso 2, ley 20.642, vigente igual pena a la 
21.338; 180 falsedades ideológicas de documento público, artículo 293 del Código 
Penal, ley 20.642; 4 usurpaciones, artículo 181, inciso 1, texto original con la corrección 
de la ley 11.221, vigente por más benigna; 23 reducciones a servidumbre, articulo 140 
del Código Penal en su texto original; 1 extorsión, articulo 168, ley 20.642; 2 secuestros 
extorsivos. artículo 170, ley 20.642; 1 supresión de documento, artículo 294 y texto 
original de Código Penal; 7 sustracciones de menores, artículo 146, en su texto original; 
7 tormentos seguidos de muerte, articulo 144, último párrafo, ley 14.616.  
 
Emilio Eduardo MASSERA, autor de 83 homicidios calificados, articulo 80, incisos 2 y 6 
del Código Penal; 523 privaciones ilegales de la libertad calificada, artículo 144 bis, 
inciso 1, ley 14.616, en función del articulo 142, incisos 1 y 5, ley 20.642; 267 
aplicaciones de tormentos, artículo 144, primer párrafo, ley 14.616; 102 robos 
agravados, articulo 166, inciso 2, ley 20.642: 201 falsedades ideológicas de documento 
público, articulo 293 del Código Penal, ley 20.642; 4 usurpaciones, artículo 181, inciso 
1, texto original; 23 reducciones a servidumbre, articulo 140 del Código Penal, texto 
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original; 1oxtorsión, artículo 168, ley 20.642; 2 secuestros extorsivos, artículo 170, ley 
20.642; una supresión de documento, artículo 294, texto original; 11 sustracciones de 
menores, articulo 146 del Código Penal, texto original; 7 tormentos seguidos de muerte, 
artículo 144, último párrafo, ley 14.616.  

Orlando Ramón AGOSTI, 88 homicidios calificados, artículo 80, inciso 2 y 6,1ey 21.338, 
ratificada por 23.077; 581 privaciones ilegales de la libertad calificadas. artículo 144 bis, 
inciso 1, ley 14.616 en función del artículo 142, incisos 1 y 5, ley 20.642; 278 
aplicaciones de tomentos, artículo 144 ter, primer párrafo, ley 14.616; 110 robos 
agravados, artículo 116, inciso 2, ley 20.642; 234 falsedades ideológicas en documento 
público, artículo 293, ley 20.642; 6 usurpaciones, articulo 861, inc.l en su texto original, 
del Código Penal; 27 reducciones a servidumbre, artículo 140 del C6digo Penal, texto 
original; 1 extorsión, articulo 168 del Código Penal, ley 20.642; dos secuestros 
extorsivos, artículo 170 del Código Penal, ley 20.642; una supresión de documento, 
artículo 294 del Código Penal, texto original; once sustracciones de menores, artículo 
146 del Código Penal, texto original; siete tormentos seguidos de muerte, articulo 144, 
último párrafo, ley 14.616.  

Roberto Eduardo VIOLA, autor de cinco homicidios calificados, artículo 80, inc. 2 y 6, 
ley 21.338, ratificada por 23.077; 152 privaciones ilegales de la libertad calificada, 
artículo 144, inc. 1, ley 14.616, aplicable por más benigna en función del artículo 142, 
inc. 1 y 5, ley 20.642; 49 aplicaciones de tormentos, art. 144, 1er. párrafo, ley 14.616; 
17 robos agravados, art. 166, inc. 2, ley 20.642; 105 falsedades ideológicas de 
documento público, art. 293 del Código Penal, ley 20.642; 1 usurpación, art. 181. inc. 1 
del Código Penal; 32 reducciones a servidumbre, art. 140 del Código Penal; I 
sustracción de menores, art. 146 del Código Penal en su texto original.  
 
Armando LAMBRUSCHINI, autor de 5 homicidios calificados, art. 80, inc. 2 y 6, ley 
21.338; 117 privaciones de libertad calificada, art. 144 bis, inc. 1, ley 14.616, en función 
del art. 142, inc. 1 y 5; 35 aplicaciones de tormentos, art. 144, 1er. párrafo, ley 14.616; 8 
robos agravados, art. 166 inc. 2, ley 20.642; 98 falsedades ideológicas de documento 
público, art. 293 del Código Penal, ley 20.642; 1 usurpación, art. 181, inc. 1, texto 
original del Código Penal; 32 reducciones a servidumbre, art. 140 del Código Penal en 
su texto original; 1 sustracción de menores, art. 146 del Código Penal.  
 
Leopoldo Fortunato GALTERI, autor de 11 privaciones ilegales de la libertad calificada, 
art. 144 bis, inc. 1 ley 14.616, en función del art. 142, inc. 1y 5 del Código Penal; una 
aplicación de tormentos, art. 144, ler. párrafo, ley 14.616; 17 falsedades ideológicas de 
documento público, art. 293 del Código Penal; 1 usurpación, art. 181, inc. I del Código 
Penal; 8 reducciones a servidumbre, art. 140 del Código Penal; 217 encubrimientos, art. 
277, inc. 2 y 6, texto original del Código Penal.  

Omar Rubens GRAFFIGNA, autor de 34 privaciones ilegales de la libertad calificada, 
art. 144 bis, inc. 1, ley 14.616, en función del art. 142, inc. 11 y 5 del Código Penal; 15 
aplicaciones de tormentos, art. 144, 1, párrafo, ley 14.616; 67 falsedades ideológicas de 
documento público, art. 293 del C.P., versión ley 20.642; 1 usurpación, art. 181, inc. 1 
del C P.; 18 reducciones a servidumbre, art. 140 del C.P.; 172 encubrimientos, art. 277, 
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inc. 2 y 6, texto original del C.P.; una sustracción de menor, art.146 del C.P.  
 
Jorge Isaac ANAYA, autor de 1 privación ilegal de la libertad calificada, art. 144 bis, inc. 
1, ley 14.616, en función del art. 142, inc. 1 y 5 del C.P.; 3 falsedades ideológicas de 
documento público, art. 293, ley 20.642; 1 usurpación, art. 181, inc. 1, texto original del 
C.P.; 1 reducción a servidumbre, art. 140 del C.P.; 217 encubrimientos, art. 217, inc. 2 y 
6, texto original del C.P.  

Basilio LAMI DOZO, autor de 1 privación ilegal de la libertad calificada, art 144 bis, inc. 
1, ley 14.616, en función del art. 142, inc. 1 y 5 del C.P.; 1 falsedad ideológica de 
documento público, ara 293 del C.P., ley 20.642; 1 usurpación, art. 181, inc. 1, texto 
original del C.P.; 1 reducción a servidumbre, art 140 del C P.; 217 encubrimientos, art. 
277, inc. 2 y 6, texto original del C P. 

Señores jueces: quiero renunciar expresamente a toda pretensión de originalidad para 
cerrar esta requisitoria.  

Quiero utilizar una frase que no me pertenece, porque pertenece ya a todo el pueblo 
argentino. 

 

Señores jueces: 'Nunca más". 
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Ley 23.492  "Punto Final" 
 
Sancionada el 23/12/86; promulgada el 24/12/86; 
publicada en el Boletín Oficial el 29/12/86 
Extinción de la acción penal (Punto Final)  
 
   
Art. 1 
 
Se extinguirá la acción penal respecto de toda persona por su presunta participación en 
cualquier grado, en los delitos del art. 10 de la ley 23.049, que no estuviere prófugo, o 
declarado en rebeldía, o que no haya sido ordenada su citación a prestar declaración 
indagatoria, por tribunal competente, antes de los sesenta días corridos a partir de la 
fecha de promulgación de la presente ley.  
En las mismas condiciones se extinguirá la acción penal contra toda persona que 
hubiere cometido delitos vinculados a la instauración de formas violentas de acción 
política hasta el 10 de diciembre de 1983. 
 
 
 
Art. 2 
 
Dentro del término establecido por el articulo precedente las cámaras federales 
competentes podrán examinar el estado de las causas que tramitan ante el Consejo 
Supremo de las Fuerzas Armadas a los efectos del art. 10, ultima parte, de la ley 
23.049.  
 
Las denuncias que se formulen en este termino ante el Consejo Supremo de las 
Fuerzas Armadas deberán ser informadas dentro de las cuarenta y ocho (48) horas por 
el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas a la cámara federal que corresponda, 
quienes deberán examinarlas y en su caso avocarse. 
 
 
Art. 3 
 
Cuando en las causas en tramite se ordenare respecto del personal en actividad de las 
fuerzas armadas, de seguridad, policiales o penitenciarias, cualquiera sea su rango.  
 
La detención o prisión preventiva previstas en los arts. 363 a 375 del Código de 
Procedimientos en Materia Penal o en los arts. 309 a 318 del Código de Justicia Militar, 
tales medidas se harán efectivas bajo el régimen del inc. 2 del art. 315 de este ultimo 
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Código, a petición del jefe de la unidad en que prestare servicio aquel personal, o de 
cualquier otro oficial superior de quien dependiese.  
 
En este caso, el superior será responsable de la comparecencia inmediata del imputado 
todas las veces que el tribunal lo requiera. 
 
 
Art. 4 
 
Las cuestiones de competencia que se susciten entre el Consejo Supremo de las 
Fuerzas Armadas y las cámaras federales o entre estas ultimas, así como la pendencia 
de recursos que impidan resolver sobre el mérito para disponer la indagatoria al tribunal 
competente, suspenderán el plazo establecido en el art. 1.  
 
Tampoco se computara el lapso comprendido entre la fecha de notificación al Consejo 
Supremo de las Fuerzas Armadas del requerimiento de la cámara federal competente 
en el caso del art. 2 y la fecha de recepción de la causa por esta. A los fines del art. 1 
no será de aplicación el art. 252 bis ultima parte del Código de Justicia Militar. 
 
 
Art. 5 
La presente ley no extingue las acciones penales en los casos de delitos de sustitución 
de estado civil y de sustracción y ocultación de menores. 
 
 
Art. 6 
 
La extinción dispuesta en el art. 1 no comprende a las acciones civiles. 
 
 
Art. 7 
 
Comuníquese, etc. 
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Ley 23.521 Obediencia Debida 
Sancionada el 4/6/87; promulgada el 8/6/87;  
publicada en el Boletín Oficial el 9/6/87 
 
Ley de obediencia debida. 
  
    
Art. 1 
 
Se presume sin admitir prueba en contrario que quienes a la fecha de comisión del 
hecho revistaban como oficiales jefes, oficiales subalternos, suboficiales y personal de 
tropa de las fuerzas armadas, de seguridad, policiales y penitenciarias, no son punibles 
por los delitos a que se refiere el art. 10, punto 1 de la ley 23.049 por haber obrado en 
virtud de obediencia debida.  
 
La misma presunción será aplicada a los oficiales superiores que no hubieran revistado 
como comandante en jefe, jefe de zona, jefe de subzona o jefe de fuerza de seguridad, 
policial o penitenciaria si no se resuelve judicialmente, antes de los treinta días de 
promulgación de esta ley, que tuvieron capacidad decisoria o participaron en la 
elaboración de las órdenes.  
 
En tales casos se considerará de pleno derecho que las personas mencionadas 
obraron en estado de coerción bajo subordinación a la autoridad superior y en 
cumplimiento de órdenes, sin facultad o posibilidad de inspección, oposición o 
resistencia a ellas en cuanto a su oportunidad y legitimidad 
 
 
Art. 2 
 
La presunción establecida en el artículo anterior no será aplicable respecto de los 
delitos de violación, sustracción y ocultación de menores o sustitución de su estado civil 
y apropiación extorsiva de inmuebles. 
 
 
Art. 3 
 
La presente ley se aplicara de oficio. Dentro de los cinco (5) días de su entrada en 
vigencia, en todas las causas pendientes, cualquiera sea su estado procesal, el tribunal 
ante el que se encontraren radicadas sin mas tramite dictara, respecto del personal 
comprendido en el art. 1, primer párrafo, la providencia a que se refiere el art. 252 bis 
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del Código de Justicia Militar o dejara sin efecto la citación a prestar declaración 
indagatoria, según correspondiere.  
 
El silencio del tribunal durante el plazo indicado, o en el previsto en el segundo párrafo 
del art. 1 producirá los efectos contemplados en el párrafo precedente, con el alcance 
de cosa juzgada. Si en la. causa no se hubiere acreditado el grado o función que poseía 
a la fecha de los hechos la persona llamada a prestar declaración indagatoria, el plazo 
transcurrirá desde la presentación del certificado o informe expedido por autoridad 
competente que lo acredite. 
 
 
Art. 4 
 
Sin perjuicio de lo dispuesto por la ley 23.492, en las causas respecto de las cuales no 
hubiera transcurrido el plazo previsto en el art. 1 de la misma, no podrá disponerse la 
citación a prestar declaración indagatoria de las personas mencionadas en el art. 1, 
primer párrafo de la presente ley. 
 
 
Art. 5  
 
Respecto de las decisiones sobre la aplicación de esta ley, procederá recurso ordinario 
de apelación ante la Corte Suprema d Justicia de la Nación, el que podrá interponerse 
dentro de los cinco (5) días de su notificación.  
 
Si la decisión fuere tácita, el plazo transcurrirá desde que esta se tuviere por 
pronunciada conforme con lo dispuesto en esta ley. 
 
 
Art. 6 
 
No será aplicable el art. 11 de la ley 23.049 al personal con prendido en el art. 1 de la 
presente ley. 
 
 
Art. 7 
 
Comuníquese, etc.  
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Decreto 1002 - 7 de Octubre de 1989  

http://www.nu
Los decretos de indulto 

ncamas.org/document/document.htm  
  

omprende la totalidad de las causas abiertas a altos jefes militares que no fueron 

ntre los indultados se cuenta Albano Eduardo Harguindeguy en la causa en la que el 

l decreto abarca causas muy sonadas, como la del Primer Cuerpo; la ESMA; el 

ámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal. 

ausa 450: 

uarez Mason, Carlos Guillermo y otros s/homicidio y privación ilegal de la libertad". 

ausa 8.670: 

idela, Jorge y otros s/privación ilegal de la libertad y otros ilícitos". General de división 
(R) Albano Eduardo Harguindeguy. 
 

 
C
beneficiados por las leyes de Punto Final y Obediencia Debida, pero no incluye -por 
ahora- a los condenados en la causa Nº 9, es decir a los miembros de las Juntas 
Militares, ni al general Carlos Guillermo Suárez Mason (a) Pajarito, a quien el Ejército 
repudia por haberse fugado del país y que fuera luego extraditado desde los Estados 
Unidos. 
 
E
presidente Menem lo querelló, con lo cual un delito que puede perseguirse de oficio se 
convierte en un crimen privado, susceptible de perdón por el ofendido.  
 
E
Comando de Institutos Militares (Campo de Mayo); la del secuestro del ex-diputado 
nacional Mario Abel Amaya; la causa 23.175 de la Cámara Federal de Resistencia 
donde estaban acusados de violación calificada los coroneles Oscar José Zucconi y 
Jorge Alcides Larrateguy; la de la masacre de Margarita Belén; las múltiples causas 
abiertas a Leopoldo Fortunato Galtieri y sus jefes en la Cámara Federal de Rosario, que 
incluyen al teórico del terrorismo de estado y ex-ministro de la dictadura, Ramón 
Genaro Díaz Bessone; las que estaban por iniciar su trámite público seguidas contra el 
general Luciano Benjamín Menéndez (135 casos, seis de ellos por secuestro de niños) 
y las que se abrieron sobre la destrucción u ocultamiento por las Fuerzas Armadas de 
la documentación que da cuenta del destino de cada uno de los secuestrados, 
torturados y desaparecidos. 
 
 
 
C
Cámara Nacional de Apelaciones de la Capital Federal 
 
 
 
C
 
"S
Generales de división (R) Juan Bautista Sasiaiñ, José Montes y Andrés Ferraro y los 
generales de brigada: Adolfo Sigwald y Jorge Carlos Olivera Revere. 
 
C
 
"V
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Causa 1.657: 
 
"Menem, Carlos s/denuncia". General de División (R) Albano Eduardo Harguindeguy. 

ausa 761: 

scuela de Mecánica de la Armada". Vicealmirante (R) Julio Antonio Tortí y Antonio 

ámara Nacional de Apelaciones de San Martín 

iveros, Santiago Omar s/privación ilegal de la libertad". General de división (R) 
)mar Riveros. 

ámara Nacional de Apelaciones de Bahía Blanca 

echos acaecidos en la provincia de Buenos Aires, Río Negro, Neuquén bajo control 
 Quinto Cuerpo de Ejército". Vicealmirante (R) Luis María Mendia, 

ntonio Vañek, Julio Antonio Torti, Juan José Lombardo; contraalmirantes Juan Carlos 

maya, Mario Abel s/presunto secuestro y apremios ilegales". General de brigada (R) 
ilas y teniente coronel (R) Carlos Alberto Barbot. 

ámara Nacional de Apelaciones de Paraná 

cumulación de causas artículo 10 Ley Nº 23.049 s/área Paraná - Concordia - 
Teniente general (R) Leopoldo Fortunato Galtieri; 

 
C
 
"E
Vañek. 
 
 
 
C
 
 
Caso 95: 
 
"R
Santiago C
 
 
 
C
 
 
Causa 11 /86: 
 
"H
operacional del
A
Malugani y Raúl Alberto Marino; y capitanes de navío (R) Edmundo Oscar Núñez y 
Zenón Saúl Bolino. 
 
 
Causa 260/86: 
 
"A
Adel Edgardo V
 
 
 
C
 
 
Causas 11.439, 11.506 y l1.440: 
 
"A
Gualeguaychú respectivamente". 
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generales de división (R) Ramón Genaro Díaz Bessone y Juan Carlos Trimarco; y 

ámara Nacional de Apelaciones de Resistencia 

iménez de Valladares, Nora del Valle s/denuncia apremios ilegales, violación 
ción ilegítima de la libertad". Coroneles (R) Oscar José Zucconi y Jorge 

lcides Larrateguy. 

aría Graciela Franzen s/denuncia presuntos excesos cometidos por personal militar y 
 policía en ejecución de operativos militares y de seguridad". Coronel 

) Francisco Javier Molina. 

ámara Nacional de Apelaciones de Rosario 

nvestigación de los hechos ocurridos el 12 de diciembre de 1976 en la localidad de 
 (Chaco) durante el enfrentamiento de fuerzas legales y elementos 

ubversivos". Tenientes generales (R) Leopoldo Fortunato Galtieri y Cristino Nicolaides; 

eced, Agustín y otros s/homicidio, violación". Teniente general (R) Leopoldo Fortunato 
 de división (R) Ramón Genaro Díaz Bessone; y coronel Carlos Alberto 

amírez. 

944: 

uárez Mirta y otros s/denuncia". Teniente general (R) Leopoldo Fortunato Galtieri; 
ión (R) Ramón Genaro Díaz Bessone; y coronel Carlos Alberto 

amírez. 
 

general de brigada (R) Abel Caluzzi. 
 
 
 
C
 
 
Causa 23.175: 
 
"G
calificada y priva
A
 
 
Causa 23.236: 
 
"M
de seguridad y/o
(R
 
 
 
C
 
 
Causa 51.64(): 
 
"I
Margarita Belén
s
y comisario general Wenceslao Eustaquio Ceniquel. 
 
 
Causa 47.913: 
 
"F
Galtieri; general
R
 
 
Causa 47.
 
"J
general de divis
R
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Causa 47.922: 
 
"Capelli, Mónica Marta María s/privación ilegal de la libertad". Teniente general (R) 
eopoldo Fortunato Galtieri. 

essiez, Rubén Francisco Oscar s/hábeas corpus". Teniente general (R) Leopoldo 
ortunato Galtieri. 

aría Amelia González y María Ester Julio Preit de Traverso s/denuncia secuestro y 
esaparición de Ernesto V. E. Traverso y privación ilegal de la libertad de María Amelia 

ente general (R) Leopoldo Fortunato Galtieri. 

erón, Ramón Aquiles s/denuncia desaparición de Hilda Yolanda Cardozo". Teniente 
eneral (R) Leopoldo Fortunato Galtieri. 

resunta detención del ciudadano Jorge Luis Ruffa". Teniente general (R) Leopoldo 
ortunato Galtieri. 

alau de Negro, Delia Silvina y otros s/denuncia". Teniente general (R) Leopoldo 
ortunato Galtieri. 

onia Beatriz González s/Desaparición". General de División (R) Ramón Genaro Díaz 
essone. 

L
 
 
Causa 48.169: 
 
"M
F
 
 
Causa 49.518: 
 
"M
d
González". Teni
 
 
Causa 49.531: 
 
"V
g
 
 
Causa 47.829: 
 
"P
F
 
 
Causa 49.107: 
 
"P
F
 
 
Causa 49.544: 
 
"S
B
 
 
Causa 49.542: 
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"Moreyra, Ana María s/denuncia privación ilegal de la libertad". General de división (R) 
áuregui. 

ámara Nacional de Apelaciones de Córdoba 

enéndez, Luciano Benjamín y otros por supuesta autoría en la represión de la 
a circunscripción de la Cámara Federal de Mendoza)". General de 

ivisión (R) Luciano Benjamín Menéndez; generales de brigada (R) Jorge Alberto 

enéndez, Luciano Benjamín y otros por supuesta autoría en la represión de la 
eral de división (R) Luciano Benjamín Menéndez. 

ánchez, Juan Jesús y otros". General de división (R) Luciano Benjamín Menéndez. 

eca, Gervasio". General de división (R) Luciano Benjamín Menéndez. 

ivera, Fermín". General de división (R) Luciano Benjamín Menéndez. 

uzgados Nacionales de Primera Instancia  
n lo Criminal y Correccional Federal de la Capital Federal 

uzgado Nº 1: 

Luciano Adolfo J
 
 
 
C
 
 
Causa 7-M-88: 
 
"M
subversión (en l
d
Maradona, Juan Pablo Saa y Mario Ramón Lepori. 
 
 
Causa 31-M-87: 
 
"M
subversión". Gen
 
 
Causa 19-5-87: 
 
"S
 
 
Causa 29-M-96: 
 
"M
 
 
Causa 1-R-87: 
 
"R
 
 
 
J
e
 
 
 
J
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Causa C 81/84:  

inisterio del Interior s/denuncia por destrucción de documentos". Generales de 
ldo Benito Bignone y LLamil Reston; y coroneles (R) Carlos Emilio 

acal y Carlos Alberto Roque Tepedino. 

ausa 4.677:  

inisterio del Interior s/denuncia presunta infracción artículos 255, 249 y 294 del 
estrucción de documentos". Teniente general (R) Cristino Nicolaides; y 

oroneles (R) Carlos Emilio Lacal y Carlos Alberto Roque Tepedino. 

ausa 4.672:  

elleme, Julio César y Tepedino Carlos Alberto Roque s/falso testimonio e infracción a 
3 y 255 del Código Penal". Coroneles (R) Julio César Belleme y Carlos 

lberto Roque Tepedino. 

uzgado Federal Nº 1 de Mar del Plata: 

ausa 2.429:  

olina, Rafael Adolfo s/secuestro y privación ilegal de la libertad" y causa "Patricia 
 s/privación ilegal de la libertad y desaparición". Coronel (R) Alberto 

arda. 

 
"M
división (R) Reyna
L
 
 
Juzgado Nº 4: 
 
C
 
"M
Código Penal, d
c
 
 
Juzgado Nº 6: 
 
C
 
"B
los artículos 29
A
 
 
 
J
 
C
 
"M
Emilia Lazzerie
B
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Decreto 2741 - 30 de Diciembre de 1990  
Los decretos de indulto 

http://www.nuncamas.org/document/document.htm 
  
  

neficia a los ex comandantes,a Camps y a Riccheri. 
 siguiente es el texto del decreto 2741, por el cual quedan en libertad los ex-jefes 

medidas dispuestas por el gobierno nacional para crear las condiciones que 
osibiliten la reconciliación definitiva entre los argentinos, y considerando: que una 

periencia adquirida a más de un año de 
s acciones iniciadas con el dictado de los decretos Nº 1002 y Nº 1003 del 6 de octubre 

tegramente aplicables al presente, toda vez que concurren en el caso los mismos 

consideración sobre la razón o sin razón de 
s diversas posiciones doctrinarias o ideológicas, es menester adoptar las medidas que 

terés de la nación frente a cualquier otro, y en su virtud afrontar el compromiso 

dida es sólo un mecanismo político 
onstitucionalmente previsto para crear las condiciones de la pacificación nacional. No 

s condiciones y el escenario de la 
conciliación, del mutuo perdón y de la unión nacional. Pero son los actores principales 

del drama argentino, entre los cuales también se encuentran quienes hoy ejercen el 

Be
El
militares: 
 
"Visto las 
p
profunda reflexión sobre la situación imperante en la República lleva a concluir en la 
necesidad de que el poder Ejecutivo Nacional realice, respecto de los actos de violencia 
y de los desencuentros habidos en el pasado inmediato, una última contribución para 
afianzar el proceso de pacificación en que están empeñados los sectores 
verdaderamente representativos de la Nación. 
 
Que sobre la base de tal colnvicción y de la ex
la
de 1989, se considera llegado el momento de complementarlas, con igual finalidad y 
propósito que los que animaron tales decisiones. 
 
Que los fundamentos vertidos en los considerandos de los decretos aludidos resultan 
ín
presupuestos sociales, políticos y jurídicos. 
 
Que como ya se sostuviera, por sobre toda 
la
generen condiciones propicias para que a partir de ellas, y con el aporte insustituible de 
la grandeza espiritual de los hombres y mujeres de esta nación, pueda arribarse a la 
reconciliación definitiva de todos los argentinos, única solución posible para las heridas 
que aún faltan cicatrizar y para construir una auténtica patria de hermanos. 
 
Que es responsabilidad indelegable del Poder Ejecutivo Nacional anteponer el supremo 
in
histórico que implica esta decisión de alta política. 
 
Que cabe puntualizar, no obstante, que esta me
c
implica en manera alguna que estos objetivos hayan sido alcanzados, ni que esté 
garantizado alcanzarlos; es una más entre las muchas medidas que el gobierno 
nacional, sacrificando convicciones obvias, legítimas e históricas, está dispuesto a 
propiciar para lograr la pacificación de la república. 
 
Que el Poder Ejecutivo Nacional pretende crear la
re
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Gobierno, los que con humildad, partiendo del reconocimiento de errores propios y de 
aciertos del adversario, aporten la sincera disposición del ánimo hacia la reconciliación 
y la unidad. 
 
Que esta decisión aspira a consolidar la democracia argentina, pues se trata de un 
objetivo de igual rango y jerarquía que el de la pacificación y reconciliación. Sólo el 
ueblo, mediante su voto y por el libre juego de los mecanismos constitucionales, debe 

pleados en el artículo 86, inciso 6 de la Constitución nacional, debe 
ntenderse a la regla de interpretación según la cual, cuando un poder es conferido 

odo tal, que las limitaciones no traben el eficaz y justo desempeño de 
s poderes atribuidos al Estado, y permitan el cumplimiento de sus fines de la manera 

rocedencia del ejercicio 
e la facultad de indultar, la Constitución exige que exista causa abierta contra el 

tos a proceso. 

nciones judiciales, ni revisar actos de ese carácter o arrogarse el conocimiento de 

 por los sujetos privados de su libertad. 

p
elegir sus gobernantes y proceder a su reemplazo. Y el futuro que queremos inaugurar 
debe proscribir por igual a los mesiánicos de cualquier signo que pretendan sustituir a la 
voluntad popular. 
 
Que con respecto al marco jurídico en el cual se dicta el presente, ante la generalidad 
de los términos em
e
expresamente en términos generales no puede ser restringido, a menos que esa 
interpretación resulte del texto, expresamente o por implicancia necesaria (C.S.J.N., 
fallos, 136:258). 
 
Que es también regla orientadora sobre el punto que la Constitución ha de ser 
interpretada de m
lo
más beneficiosa para la comunidad (C.S.J.N., fallos, 214:425). 
 
Que en razón de ello, se comparte la doctrina sentada por la Corte Suprema de Justicia 
en la causa "Ibáñez I." (fallos, 136:258), según el cual, para la p
d
destinatario de la medida, pero no que dicha causa haya alcanzado necesariamente 
hasta determinada etapa procesal, o sea la sentencia ejecutoriada. 
 
Que, en consecuencia, se considera procedente el indulto tanto respecto de 
condenados como de quienes se encuentran suje
 
Que por otra parte, las medidas que se disponen, en tanto importan la no ejecución de 
la pena o la cesación del procedimiento respecto del indultado, no implican ejercer 
fu
causas pendientes, contrariando el principio del artículo 95 de la Constitución nacional. 
Mediante ellas no se decide una controversia ni se declara el derecho con relación a la 
materia del juicio, sino que se ejerce una facultad propia del Poder Ejecutivo, fundada 
en razones de orden jurídico superior, tendiente a contribuir a una verdadera 
reconciliación y pacificación nacional. 
 
Que para la adopción de esta excepcional decisión se ha merituado muy especialmente 
el período transcurrido en prisión
 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 
86, inciso 6, de la Constitución nacional 
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Por ello, el presidente de la Nación Argentina decreta: 
 
 
Artículo 1  
 
Indúltese a las personas comprendidas en el Anexo, de los procesos y penas privativas 

 que les correspondieren en las causas que allí se indican. 

omuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
se." 

creto Nº 2741 

ámara Nacional de Apelaciones  en lo Criminal y Correccional Federal de la 

ausa instruida por decreto N 158/83 del PEN". Videla, Jorge Rafael (MI 4.765.426) 
uardo (MI 5.~08.651); Agosti, Orlando Ramón (Ml 4.592.713); Viola, 

oberto Eduardo (MI 4.762.599); Lambruschini, Armando (MI 5.102.262). 

ausa incoada en virtud del decreto N 280/84 del PEN". Camps, Ramón Juan Alberto 
cheri, Ovidio rablo (MI 4 229.~i02). 

enem, Carlos, s/denuncia por privación ilegítima de libertad por abuso de autoridad". 
ael (MI 4.765.426). 

idela, Jorge y otros s/privación ilegal de la libertad y otros ilícitos". Videla, Jorge 
426). 

de la libertad
 
Art. 2  
 
C
archíve
 
 
Anexo al de
 
C
Capital Federal 
 
Causa Nº 13/84:  
 
"C
Massera, Emilio Ed
R
 
Causa Nº 44/85:  
 
"C
(MI 4.755.124); Ric
 
Causa Nº 1657  
 
"M
Videla, Jorge Raf
 
Causa N 2460:  
 
"V
Rafael (MI 4.765.
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Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal  
 Correccional Federal de la Capital Federal Nº 4, Secretaría Nº 10. 

ausa N 4852:  

fael: Massera, Emilio Eduardo, y Agosti, Orlando Ramón s/ infracción 
rt. 226 del Código Penal." Videla, Jorge Rafael (MI 4.765.426); Massera, Emilio 

 

y
 
 
C
 
"Videla, Jorge Ra
a
Eduardo (MI 5.108.651); Agosti, Orlando Ramón (MI 4.592.713). 
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